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Parágrafo 1°. Este Ministerio dispondrá el acceso a la información a través de la 
herramienta tecnológica de prescripción y reporte de tecnologías en salud o servicios 
complementarios en la herramienta tecnológica Mipres, de que trata este acto administrativo, 
garantizando la protección de datos personales de acuerdo con la competencia de las 
entidades que lo soliciten.

Parágrafo 2°. La información reportada por el profesional de la salud, será dispuesta a 
través de mecanismos seguros a los prestadores de servicios de salud (PPS), las entidades 
promotoras de salud (EPS), las entidades adaptadas (EA), los proveedores o dispensadores, 
la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
(ADRES), y a los organismos de inspección, vigilancia y control que lo requieran, dentro 
de las obligaciones y responsabilidades establecidas en la presente resolución.

Artículo 52. Integración de datos al Sispro. Los datos consolidados a partir de la 
herramienta tecnológica Mipres, de reporte de prescripción de las tecnologías en salud o 
servicios complementarios de que trata este acto administrativo, se integrarán por medio 
de las herramientas, estructuras y procesos que para tal fin tenga el Sistema Integral de 
Información de la Protección Social (Sispro) y estarán almacenadas en la Bodega de Datos 
del mismo, donde se integrarán, complementarán y dispondrán para los análisis, estudios 
e investigaciones científicas que requiera el país.

Artículo 53. Requerimientos y solicitudes de información. Este Ministerio dispondrá 
de canales y medios para recibir y responder las solicitudes de datos e información de 
acuerdo con la normatividad vigente, relacionadas con el reporte, suministro y análisis de 
la información de las tecnologías en salud o servicios complementarios de que trata este 
acto administrativo.

Artículo 54. Disponibilidad de la información. Los canales digitales y electrónicos que 
dispone este Ministerio para facilitar el acceso, consultan y difusión de la información, son 
los siguientes:

54.1.	Sitio web del Sistema Integral de Información de la Protección Social (Sispro): 
permite hacer consultas de información sobre los asuntos más frecuentemente 
buscados.

54.2. 	 Sitios web para consultas predefinidas: permiten acceder a información 
y consultas de datos específicas, solicitados por agentes y actores del sistema.

54.3. 	 Sitios web temáticos: dispone de consulta de datos e información co-
rrespondiente a los Registros, Observatorios y Sistemas de Seguimiento en Salud 
(ROSS); al Análisis de Situación de Salud (ASIS) y, a las dimensiones del Plan 
Decenal de Salud Pública (PDSP).

54.4.	 Cubos en línea: permite hacer consultas dinámicas de datos e información inte-
grada al Sistema Integral de Información de la Protección Social (Sispro).

54.5. 	 Repositorio Institucional Digital (RID): permite acceder a la informa-
ción bibliográfica y documentos electrónicos, incluyendo la documentación re-
lacionada con las fuentes de información, indicadores epidemiológicos y demo-
gráficos.

Parágrafo. Cuando por el volumen de la información o necesidades particulares, 
el usuario no encuentre en los canales a que refiere este artículo, la información que 
requiera, podrá solicitarla a este Ministerio, en los términos del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las normas que lo modifiquen o 
sustituyan.

Artículo 55. Salidas de información a partir del reporte de prescripción. El Ministerio 
de Salud y Protección Social elaborará y dispondrá de boletines y salidas de información 
predefinidas de forma estadística para sistemas de alerta, comportamientos, tendencias e 
indicadores y las publicará mediante los canales de que trata el artículo 54 de la presente 
resolución.

Artículo 56. Indicadores. Este Ministerio publicará y mantendrá actualizado el 
catálogo, las fichas y las estimaciones de los indicadores disponibles a partir del reporte 
de prescripción de las tecnologías en salud o servicios complementarios de que trata 
este acto administrativo. En caso de requerirse un indicador no incluido en el catálogo 
de indicadores, la persona o institución interesada deberá solicitarlo a este Ministerio, 
especificando la definición de lo que desea estimar, el o los indicadores que permiten 
aproximarse a la estimación y la justificación.

Artículo 57. Propiedad intelectual. Este Ministerio es el propietario intelectual de la 
información disponible en los medios digitales y electrónicos de la herramienta tecnológica 
Mipres y como tal, deberá reconocerse en todo producto que use la información, 
reconociendo al Sistema Integral de Información de la Protección Social (Sispro) como 
fuente y al canal del Ministerio por medio del cual se accedió a los datos, información o 
documentos.

Artículo 58. Mesa de Ayuda. El Ministerio de Salud y Protección Social dispondrá 
de una mesa de ayuda para los usuarios, como mecanismo de comunicación a través del 
cual atenderá las inquietudes y temas relacionados con la utilización de la herramienta 
tecnológica Mipres. 

Artículo 59 Transitoriedad para el ajuste operativo de la herramienta tecnológica 
Mipres: Establézcase un periodo de transición de tres (3) meses, contados a partir 
de la expedición de la presente resolución, con el fin de garantizar el ajuste operativo 
de la herramienta tecnológica Mipres y la adecuada preparación de los responsables 
contemplados en el presente acto administrativo. Durante este periodo, se deberán acatar 
las siguientes disposiciones transitorias:

1.	 Las entidades promotoras de salud (EPS), entidades adaptadas (EA) y presta-
dores de servicios de salud (PSS) deberán garantizar la continuidad de las pres-
cripciones y tratamientos en curso, sin que se generen barreras administrativas 
o interrupciones en el suministro o prestación de los servicios y tecnologías en 
salud requeridos. Las prescripciones activas al momento de la publicación man-
tendrán su validez durante el periodo de transición, y su suministro deberá ser 
garantizado conforme a los términos vigentes al momento de su expedición.

2.	 Las entidades promotoras de salud (EPS), entidades adaptadas (EA), Las institu-
ciones prestadoras de salud (IPS), los proveedores de tecnologías en salud (PTS) 
(incluyendo gestores farmacéuticos y operadores logísticos) y los proveedores de 
servicios complementarios deberán realizar los ajustes tecnológicos, operativos 
y contractuales necesarios que aseguren la interoperabilidad de sus sistemas de 
información con la herramienta tecnológica Mipres.

3.	 Las entidades promotoras de salud (EPS), las entidades adaptadas (EA), Las ins-
tituciones prestadoras de salud (IPS), los proveedores de tecnologías en salud 
(PTS) (incluyendo gestores farmacéuticos y operadores logísticos) y los provee-
dores de servicios complementarios deberán garantizar el registro, activación, 
enrolamiento y capacitación de sus profesionales prescriptores en la herramienta 
Mipres. Para este fin, podrán hacer uso de las estrategias de capacitación asincró-
nica dispuestas por el Ministerio de Salud, tales como los contenidos formativos 
en el sitio web oficial, paquetes de capacitación descargables y la versión de 
práctica de la herramienta tecnológica Mipres.

4.	 Durante el periodo de transición establecido, la Administradora de los Recursos 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud (ADRES) adoptará las me-
didas operativas necesarias para garantizar la radicación, verificación, control y 
pago de los recobros/cobros derivados de las prescripciones activas y tratamien-
tos en curso, adaptando sus auditorías integrales a los mecanismos de contingen-
cia aplicados por las entidades promotoras de salud (EPS) y entidades adaptadas 
(EA), garantizando el adecuado flujo de recursos

Artículo 60. Vigencia y derogatoria. La presente resolución rige a partir de la fecha de 
su expedición y derogará las Resoluciones números 740 de 2024 y 2622 de 2024 una vez 
finalice el periodo de los tres (3) meses de transición establecidos en el artículo 59 de la 
presente resolución.

Publíquese y cúmplase
Dada en Bogotá, D. C., a 6 de agosto de 2026.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez.
(C. F.).

Ministerio de Ambiente 
 y Desarrollo Sostenible

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 1162 DE 2026

(septiembre 4)

por la cual se expiden los lineamientos del Curso de Sensibilización contra el Maltrato 
Animal, se expide la Ruta de Atención al Maltrato Animal, en desarrollo de los artículos 

8° y 24 de la Ley 2455 de 2025, y se dictan otras disposiciones.

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, el Ministerio de Salud y Protección Social, el Ministerio de Transporte y 
el Departamento Nacional de Planeación, en ejercicio de sus facultades constitucionales y 
legales, en especial las conferidas por el Decreto Ley 3570 de 2011, el Decreto número 087 
de 2011, el Decreto número 1985 de 2013, el Decreto número 1893 de 2021, el Decreto 
número 0120 de 2026, el artículo 31 de la Ley 2294 de 2023, los artículos 8° y 24 de la 
Ley 2455 de 2025, y el Decreto número 0810 de 2025, 

CONSIDERANDO:

Que el artículo 8° de la Constitución Política establece que es obligación del Estado y 
de las personas proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación, y que los artículos 
79 y 80 disponen que el Estado debe proteger la diversidad e integridad del ambiente, así 
como fomentar la educación para el logro de estos fines.

Que la Ley 84 de 1989, “Por la cual se adopta el Estatuto Nacional de Protección de 
los Animales y se crean unas contravenciones y se regula lo referente a su procedimiento 
y competencia”, dispone que los animales tendrán en todo el territorio nacional especial 
protección contra el sufrimiento y el dolor causados directa o indirectamente por el 
hombre, y que la expresión “animal” incluye los silvestres, bravíos o salvajes, así como los 
domésticos o domesticados, cualquiera sea el medio físico en que se encuentren o vivan.
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Que la Ley 1774 de 2016 modificó el Estatuto Nacional de Protección de los Animales, 
reconoció a los animales como seres sintientes y dispuso su especial protección contra el 
sufrimiento y el dolor injustificado, incorporando además medidas de carácter penal y 
policivo para la prevención y sanción de las conductas constitutivas de maltrato animal.

Que el artículo 10 de la Ley 1774 de 2016 establece que el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, en coordinación con las entidades competentes, podrá desarrollar 
campañas pedagógicas orientadas a promover prácticas adecuadas para garantizar el 
bienestar de los animales.

Que la Ley 1801 de 2016, “por la cual se expide el Código Nacional de Seguridad 
y Convivencia Ciudadana”, establece disposiciones orientadas a preservar la seguridad 
y la convivencia ciudadana, incluyendo comportamientos contrarios a la convivencia 
que afectan a los animales y medidas policivas de intervención. La articulación de estas 
disposiciones con el régimen penal y administrativo en materia de maltrato animal hace 
necesario definir procedimientos claros y coordinados entre las autoridades de policía, 
las inspecciones de convivencia y paz y las entidades con competencias en protección y 
bienestar animal.

Que el artículo 324 de la Ley 1955 de 2019 dispuso que el Gobierno nacional, bajo el 
liderazgo del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y con participación de las 
demás entidades competentes, formulará la Política Nacional de Protección y Bienestar 
Animal.

Que el artículo 31 de la Ley 2294 de 2023, “por la cual se expide el Plan Nacional 
de Desarrollo 2022-2026 Colombia Potencia Mundial de la Vida”, creó el Sistema 
Nacional de Protección y Bienestar Animal (SINAPYBA), como el conjunto de políticas, 
orientaciones, normas, actividades, programas, instituciones y actores que permiten la 
protección y el bienestar animal, así como la implementación de la Política Nacional de 
Protección y Bienestar Animal. Asimismo, estableció que el SINAPYBA está integrado 
por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, el Ministerio de Salud y Protección Social, el Ministerio de Transporte, y el 
Departamento Nacional de Planeación.

Que, en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley 2294 de 2023, el Gobierno 
nacional expidió el Decreto número 0810 de 2025, mediante el cual se reglamentó 
la organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Protección y Bienestar 
Animal (SINAPYBA), y se definieron sus instancias de articulación y coordinación 
interinstitucional, entre ellos, la creación del Comité Nacional Intersectorial de Protección 
y Bienestar Animal (CNPYBA).

Que los artículos 8° y 24 de la Ley 2455 de 2025, “Por la cual se fortalece la lucha 
contra el maltrato animal y se actualiza el Estatuto Nacional de Protección de los 
Animales; Ley 84 de 1989, Ley Ángel”, dispusieron que las entidades que conforman el 
Sistema Nacional de Protección y Bienestar Animal (SINAPYBA) deberán expedir los 
lineamientos del Curso de Sensibilización contra el Maltrato Animal y la Ruta de Atención 
al Maltrato Animal.

Que el artículo 8° de la Ley 2455 de 2025, mediante el cual se modifica el artículo 14 
de la Ley 84 de 1989, dispuso que las entidades que conforman el Sistema Nacional de 
Protección y Bienestar Animal (SINAPYBA) deberán expedir los lineamientos del Curso 
de Sensibilización contra el Maltrato Animal, orientado a fomentar conductas de respeto y 
protección hacia los animales e informar sobre las consecuencias penales y sancionatorias 
derivadas de las conductas de maltrato animal.

Que el artículo 24 de la mencionada ley, establece que la Ruta de Atención al Maltrato 
Animal constituye un instrumento orientador para formalizar la actuación institucional 
coordinada entre las entidades competentes del orden nacional y territorial frente a los 
casos de maltrato animal, de acuerdo con las competencias de cada entidad, sin perjuicio 
de las competencias constitucionales y legales asignadas a las distintas autoridades 
administrativas, policivas y judiciales. 

Que el artículo 5° de la Ley 2455 de 2025 modificó el artículo 339A de la Ley 
599 de 2000, tipificando como delito la conducta de maltratar a un animal doméstico, 
amansado, silvestre vertebrado o exótico vertebrado causándole la muerte, estableciendo 
expresamente en su parágrafo que se exceptúa la muerte del animal doméstico con fines de 
consumo, siempre que se evite el sufrimiento innecesario.

Que el artículo 6° de la Ley 2455 de 2025 establece, en sus parágrafos 1° y 2°, 
excepciones a las penas previstas en dicha ley. El parágrafo 1° exceptúa las prácticas 
realizadas, en el marco de las normas vigentes, de buen manejo de los animales que 
tengan como objetivo el cuidado, reproducción, cría, adiestramiento y mantenimiento; 
las prácticas de beneficio y procesamiento relacionadas con la producción de alimentos; 
y las actividades de entrenamiento para competencias legalmente aceptadas. A su vez, el 
parágrafo 2° dispone que quienes adelanten acciones de salubridad pública tendientes a 
controlar brotes epidémicos o la transmisión de enfermedades zoonóticas no serán objeto 
de las penas previstas en dicha ley. En consecuencia, la Ruta de Atención al Maltrato 
Animal deberá aplicarse teniendo en cuenta las excepciones previstas en la legislación 
vigente, de manera que las conductas y prácticas expresamente amparadas por estas 
disposiciones, cuando se desarrollen conforme al ordenamiento jurídico aplicable, no sean 
consideradas, por ese solo hecho, como presuntos casos de maltrato animal.

Que el Decreto número 120 de 2026 estableció la estructura y funciones del Ministerio 
de Salud y Protección Social, asignándole competencias para formular, adoptar, dirigir, 

coordinar, orientar y evaluar la política pública en materia de salud, salud pública y 
promoción social en salud, así como para dirigir y orientar el sistema de vigilancia en salud 
pública y formular estrategias de promoción de la salud, prevención y control de riesgos 
sanitarios. En ese marco, la participación del Ministerio de Salud y Protección Social en 
la presente resolución se circunscribe a los aspectos relacionados con la salud pública, la 
vigilancia sanitaria, la prevención y control de zoonosis, la gestión del riesgo sanitario 
y las acciones de promoción y prevención, sin que ello implique asumir competencias 
propias de las autoridades ambientales, policivas, judiciales o territoriales.

Que, de conformidad con los principios de coordinación, concurrencia y colaboración 
armónica previstos en la Constitución Política y en la Ley 489 de 1998, las autoridades 
administrativas deben articular sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines 
del Estado y la efectiva protección de los derechos e intereses colectivos, en el marco de 
sus competencias constitucionales y legales.

Que la implementación de la Ruta de Atención al Maltrato Animal deberá desarrollarse 
en el marco de las competencias constitucionales y legales de las entidades del orden 
nacional y territorial, respetando los principios de autonomía territorial, coordinación y 
colaboración.

Que, en el marco del desarrollo de la Política Nacional de Protección y Bienestar 
animal se desarrollaron espacios coordinados por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, con participación de entidades del orden nacional y territorial, se identificaron 
dificultades relacionadas con la atención institucional de casos de maltrato animal, entre 
ellas la ausencia de canales estandarizados de reporte, la dispersión de lineamientos y 
procedimientos, y limitaciones operativas para la respuesta inmediata y la articulación 
interinstitucional.

Que, en consecuencia, se hace necesario expedir lineamientos técnicos y operativos 
que orienten la implementación del Curso de Sensibilización contra el Maltrato Animal 
cuyo fin es “(…) fomentar conductas de respeto y protección hacia los animales e informar 
de las consecuencias penales y sancionatorias por realizar actos de maltrato animal.”

Que así mismo, se debe expedir la Ruta de Atención al Maltrato Animal, “(…) para 
formalizar la actuación institucional coordinada en los niveles nacional, departamental 
y municipal o distrital para la atención de casos de maltrato animal, de acuerdo a las 
competencias de cada entidad.” 

Que Colombia, como país miembro de la Organización Mundial de Sanidad Animal 
(OMSA), promueve el fortalecimiento de estrategias orientadas al bienestar animal en 
articulación con la salud pública, la sostenibilidad ambiental y el enfoque “Una sola salud” 
(One Health), en concordancia con los estándares y lineamientos internacionales en la 
materia.

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1°. Objeto. La presente resolución tiene por objeto expedir los lineamientos 
del Curso de Sensibilización contra el Maltrato Animal y expedir la Ruta de Atención 
al Maltrato Animal, en desarrollo de los artículos 8° y 24 de la Ley 2455 de 2025, con 
el fin de orientar la implementación del curso y formalizar la actuación institucional 
coordinada para la atención de los casos de presunto maltrato animal, de conformidad con 
las competencias constitucionales y legales de las entidades y autoridades involucradas.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. Las disposiciones de la presente resolución serán 
aplicables a las entidades que integran el Sistema Nacional de Protección y Bienestar 
Animal (SINAPYBA), así como a las entidades y autoridades del orden nacional y 
territorial que, de acuerdo con sus competencias constitucionales y legales, intervienen en 
la implementación del Curso de Sensibilización contra el Maltrato Animal o en la atención, 
protección, seguimiento y articulación institucional frente a los casos de presunto maltrato 
animal.

Las disposiciones contenidas, también orientarán la actuación de las personas naturales 
o jurídicas de carácter privado o mixto que, en el ejercicio de sus funciones o actividades, 
se relacionen directa o indirectamente con animales o intervengan en la atención de 
situaciones relacionadas con su protección y bienestar.

Las entidades territoriales deberán adoptar e implementar los lineamientos y la Ruta 
de Atención al Maltrato Animal conforme a lo previsto en la Ley 2455 de 2025 y en 
la presente resolución, atendiendo las particularidades, capacidades institucionales y 
necesidades de cada territorio, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones mínimas 
establecidas en la normativa vigente.

CAPÍTULO II
Lineamientos del curso de sensibilización

Artículo 3°. Lineamientos del Curso de Sensibilización contra el Maltrato Animal. 
Expídase los lineamientos del Curso de Sensibilización contra el Maltrato Animal de que 
trata el artículo 14 de la Ley 84 de 1989, modificado por el artículo 8° de la Ley 2455 de 
2025, contenidos en el Anexo Técnico número 1, el cual hace parte integral de la presente 
resolución.

Los lineamientos contenidos en el Anexo Técnico número 1 establecen criterios 
técnicos, pedagógicos y de articulación institucional para la implementación del Curso de 
Sensibilización contra el Maltrato Animal por parte de las administraciones municipales y 
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distritales, de conformidad con sus competencias constitucionales y legales y atendiendo 
las características y capacidades institucionales de cada territorio.

CAPÍTULO III
Ruta de atención al maltrato animal

Artículo 4°. Ruta de Atención al Maltrato Animal. Expídase la Ruta de Atención al 
Maltrato Animal prevista en el artículo 24 de la Ley 2455 de 2025, contenida en el Anexo 
Técnico número 2, el cual hace parte integral de la presente resolución.

La Ruta de Atención al Maltrato Animal constituye un instrumento de articulación 
interinstitucional para formalizar la actuación coordinada entre las entidades y autoridades 
competentes del orden nacional y territorial frente a los casos de presunto maltrato 
animal, de conformidad con las competencias constitucionales y legales de cada entidad y 
autoridad que interviene en su implementación.

Artículo 5°. Pilares orientadores de la Ruta de Atención al Maltrato Animal. La 
implementación de la Ruta de Atención al Maltrato Animal se desarrollará conforme a 
los principios previstos en la Ley 1774 de 2016 y, adicionalmente, a los siguientes pilares:

1.	 Coordinación interinstitucional. Las entidades y autoridades competentes ar-
ticularán sus actuaciones, de acuerdo con sus competencias constitucionales y 
legales, para la atención oportuna y efectiva de los casos de presunto maltrato 
animal.

2.	 Atención oportuna. Las actuaciones desarrolladas en el marco de la Ruta es-
tarán orientadas a brindar respuesta adecuada y proporcional a la gravedad del 
caso, priorizando las situaciones que comprometan la vida, integridad o bienestar 
del animal.

3.	 Soporte técnico y trazabilidad. Las actuaciones realizadas en el marco de la 
Ruta se sustentarán en criterios técnicos verificables y propenderán por el regis-
tro, documentación, seguimiento y trazabilidad de la información necesaria para 
facilitar la articulación institucional y el seguimiento de los casos.

4.	 Enfoque intersectorial y territorial. La implementación de la Ruta promoverá 
la articulación entre las entidades y autoridades competentes, considerando las 
características, capacidades y necesidades institucionales de cada territorio.

5.	 Atención integral. Las entidades y autoridades que intervienen en la implemen-
tación de la Ruta promoverán el desarrollo articulado, coordinado y oportuno de 
actuaciones administrativas, técnicas, operativas y de apoyo interinstitucional 
orientadas a la recepción, análisis, atención, remisión, seguimiento y cierre de 
los casos de presunto maltrato animal, conforme a sus competencias constitucio-
nales y legales.

Artículo 6°. Componentes operativos de la Ruta de Atención al Maltrato Animal. La 
Ruta de Atención al Maltrato Animal se estructura a partir de los siguientes componentes 
operativos:

1.	 Recepción del caso.
2.	 Análisis y clasificación del caso.
3.	 Verificación técnica e intervención institucional.
4.	 Gestión, seguimiento y cierre del caso.
Parágrafo. Para efectos de la implementación de la Ruta de Atención al Maltrato 

Animal, las referencias a maltrato animal comprenderán igualmente las conductas crueles, 
actos de crueldad y demás comportamientos que afecten la vida, integridad o bienestar 
animal previstos en la legislación vigente, sin perjuicio de las denominaciones específicas 
establecidas en cada disposición normativa.

Artículo 7°. Canales de recepción y articulación interinstitucional. Las entidades 
territoriales y demás autoridades competentes adoptarán mecanismos formales para 
la recepción, gestión y articulación de reportes o denuncias relacionadas con presuntos 
casos de maltrato animal, conforme a sus competencias constitucionales y legales y a los 
lineamientos previstos en el Anexo Técnico número 2.

En la etapa de recepción de la denuncia y durante el proceso de atención en la Ruta se 
garantizará la protección de los datos personales del denunciante, de conformidad con la 
Ley 1581 de 2012 y/o las normas que la complementen, modifiquen o sustituyan. 

Este mecanismo será accesible y deberá ser adecuadamente divulgado a la población, 
y dispondrá de personal capacitado quienes contarán con las medidas necesarias para 
atender los casos reportados.

Artículo 8°. Autoridades y actores intervinientes en la Ruta de Atención al Maltrato 
Animal. La intervención institucional prevista en la Ruta Nacional de Atención al 
Maltrato Animal se desarrollará mediante la participación articulada de las autoridades 
administrativas, policivas, judiciales, sanitarias, ambientales y técnicas competentes, así 
como de los profesionales, entidades y ciudadanos que, conforme a sus competencias 
o deberes legales y funcionales, intervienen en la recepción, verificación, valoración, 
protección, investigación, custodia, seguimiento y cierre de los casos de presunto maltrato 
animal.

La autoridad competente que conozca inicialmente los hechos o arribe primero al 
lugar, será designada como primer respondiente institucional y deberá activar, conforme 
a sus competencias constitucionales y legales, los mecanismos de atención, orientación, 
remisión o articulación institucional que resulten procedentes. La ausencia inicial de otras 
entidades no podrá justificar la omisión de las actuaciones urgentes que correspondan dentro 

del marco competencial de la autoridad interviniente, ni retrasar la adopción de medidas 
iniciales de protección a favor del animal cuando estas sean legalmente procedentes.

Parágrafo 1 . Las competencias, funciones y lineamientos operativos de cada autoridad 
y actor interviniente se desarrollan en el Anexo Técnico número 2 que forma parte integral 
de la presente resolución.

Parágrafo 2°. La identificación de actores institucionales en la presente Ruta no excluye 
la participación de otras entidades públicas o privadas que, conforme a la normativa 
vigente, deban intervenir en la atención de los casos. Las entidades territoriales podrán 
establecer mecanismos complementarios de articulación y coordinación operativa en el 
marco de sus capacidades administrativas, técnicas y financieras.

Artículo 9°. Atención de animales afectados por el conflicto armado. De conformidad 
con el parágrafo 3° del artículo 24 de la Ley 2455 de 2025, la Ruta de Atención al Maltrato 
Animal incorpora disposiciones especiales para la caracterización, atención, protección 
y seguimiento de los animales cuya vida, integridad física o bienestar se vean afectados 
por causas atribuibles al conflicto armado, conforme a los lineamientos establecidos en el 
numeral 7 del Anexo Técnico número 2 que forma parte de la presente resolución.

Las actuaciones desarrolladas en estos contextos atenderán criterios de protección 
diferencial, no revictimización y coordinación humanitaria, considerando las 
particularidades territoriales y las condiciones de seguridad.

En el marco del principio de colaboración armónica previsto en el artículo 113 de 
la Constitución Política, las Fuerzas Militares y la Policía Nacional podrán brindar 
apoyo logístico, de seguridad y de articulación territorial, conforme a sus competencias 
constitucionales y legales, en zonas de difícil acceso o con condiciones especiales de 
riesgo.

Artículo 10. Implementación territorial de la Ruta de Atención al Maltrato Animal. 
Conforme al parágrafo 1° del artículo 24 de la Ley 2455 de 2025, los departamentos, 
distritos y municipios adoptarán la Ruta de Atención al Maltrato Animal mediante acto 
administrativo dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente 
resolución, ajustando su aplicación a las particularidades del territorio. Dichos actos 
administrativos deberán actualizarse cada dos (2) años y acoger el contenido mínimo y 
los lineamientos establecidos en el título de implementación territorial y fortalecimiento 
operativo del Anexo Técnico número 2 que forma parte integral de la presente resolución.

La implementación de la Ruta de Atención al Maltrato Animal se desarrollará bajo 
criterios de progresividad, gradualidad y fortalecimiento institucional, conforme a las 
capacidades técnicas, operativas y presupuestales de cada entidad territorial y considerando 
las características y necesidades de cada territorio, sin perjuicio del cumplimiento de las 
obligaciones mínimas de atención y protección previstas en la normativa vigente.

Parágrafo 1°. Para la construcción de la Ruta territorial deberán articularse espacios 
de participación con las Juntas Defensoras de Animales, las veedurías ciudadanas y las 
entidades sin ánimo de lucro dedicadas a la protección y el bienestar animal, sin que ello 
implique transferencia de funciones propias de autoridad.

Parágrafo 2°. En ningún caso la falta de adopción formal de la Ruta territorial 
suspenderá la obligación de atender los casos de presunto maltrato animal conforme a la 
normativa vigente. Artículo 11. Seguimiento y reporte de información. De conformidad con 
el parágrafo 2° del artículo 24 de la Ley 2455 de 2025, las administraciones municipales 
y distritales, las inspecciones de policía, los Corregidores, la Rama Judicial y la Fiscalía 
General de la Nación, a través del Grupo Especial para la Lucha contra el Maltrato 
Animal (Gelma), deberán reportar anualmente a la secretaría técnica del Comité Nacional 
Intersectorial de Protección y Bienestar Animal (CNPYBA), la información e indicadores 
relacionados con la atención de casos de maltrato animal, conforme a sus competencias 
constitucionales y legales y los lineamientos previstos en el Anexo Técnico número 2 de 
la presente resolución.

Parágrafo 1°. La información reportada permitirá realizar el seguimiento, evaluación 
y mejora continua de la implementación y eficacia de la Ruta de Atención al Maltrato 
Animal, con el fin de fortalecer la respuesta institucional, identificar necesidades de 
fortalecimiento territorial y promover los ajustes que correspondan. Para la consolidación, 
análisis y evaluación de dicha información, la Secretaría Técnica del CNPYBA podrá 
emitir orientaciones de carácter operativo sobre la forma y oportunidad de su remisión.

Artículo 12. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación 
en el Diario Oficial.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 4 de septiembre de 2026.
El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible,

Fabio Alberto Arjona Hincapié.
La Ministra de Salud y Protección Social,

Ana María Vesga Gaviria.
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Indalecio Dangond Baquero.
La Ministra de Transporte,

Elsa Margarita Noguera de la Espriella.
El Director del Departamento Nacional de Planeación,

Julián Buitrago Arango.
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ANEXO TÉCNICO No. 1

LINEAMIENTOS DEL CURSO DE SENSIBILIZACIÓN CONTRA EL MALTRATO 
ANIMAL 

En desarrollo del artículo 8 de la Ley 2455 de 2025-Ley Ángel, a continuación se 
establecen las siguientes disposiciones generales.

DISPOSICIONES GENERALES

OBJETO: El presente instrumento establece los lineamientos técnicos mínimos para el 
diseño, implementación, desarrollo y certificación del Curso de Sensibilización contra el 
Maltrato Animal previsto en el artículo 14 de la Ley 84 de 1989, modificado por el artículo 
8 de la Ley 2455 de 2025.

El curso constituye un mecanismo pedagógico obligatorio para acceder a la reducción de 
la multa prevista en la ley y tendrá como finalidad fomentar conductas de respeto y 
protección hacia los animales, prevenir la reincidencia en conductas de maltrato animal 
e informar sobre las consecuencias jurídicas derivadas de estas conductas.

En desarrollo de dicha finalidad, el curso deberá orientarse, como mínimo, a:
a. Promover el reconocimiento de la conducta sancionada.
b. Fortalecer la comprensión básica sobre bienestar y comportamiento animal.
c. Identificar factores asociados a situaciones de maltrato animal y promover 

alternativas de manejo no violento.
d. Informar sobre las consecuencias policivas, administrativas y penales derivadas 

del maltrato animal.
e. Promover herramientas básicas de prevención de nuevas conductas de maltrato 

animal.

El diseño e implementación del curso deberá desarrollarse mediante estrategias 
pedagógicas prácticas, accesibles y contextualizadas, orientadas a la apropiación de 
herramientas básicas de convivencia, manejo adecuado y prevención de conductas 
lesivas hacia los animales.

En ningún caso el curso se entenderá como un espacio de intervención clínica o 
terapéutica, ni como un mecanismo orientado a la generación de vínculos afectivos 
específicos con los animales, sino como una herramienta pedagógica de sensibilización, 
prevención y promoción de conductas de respeto y protección animal.

FUNDAMENTO: El Curso de Sensibilización contra el Maltrato Animal se fundamenta en 
la necesidad de fortalecer acciones preventivas orientadas a reducir la reincidencia en 
conductas de maltrato animal y promover prácticas adecuadas de convivencia y manejo 
en contextos de interacción humano-animal.

Su diseño reconoce que las conductas de maltrato animal pueden asociarse a factores 
individuales, sociales, culturales y contextuales, incluyendo desconocimiento sobre 

bienestar animal, manejo inadecuado, respuestas impulsivas o normalización de 
prácticas violentas hacia los animales.

En consecuencia, el curso deberá desarrollarse mediante metodologías pedagógicas 
participativas y de aprendizaje aplicado, priorizando herramientas prácticas de 
prevención, comprensión básica del bienestar animal y conocimiento de las 
consecuencias jurídicas derivadas del maltrato animal.

El curso deberá diseñarse e implementarse bajo los siguientes principios criterios 
pedagógicos y metodológicos

PREVENCIÓN DE REINCIDENCIA: El Curso de Sensibilización contra el Maltrato 
Animal deberá orientarse prioritariamente a disminuir la probabilidad de repetición de 
conductas de maltrato animal mediante el fortalecimiento de capacidades mínimas de 
comprensión, autorregulación y manejo no violento de situaciones de interacción 
humano-animal.

En consecuencia, el curso no podrá limitarse a la transmisión de información normativa 
o conceptual, sino que deberá incorporar herramientas pedagógicas orientadas a 
identificar factores de riesgo conductual, reconocer detonantes asociados a la conducta 
sancionada y promover estrategias prácticas de prevención.

La finalidad preventiva del instrumento implica que el aprendizaje debe traducirse en 
cambios funcionales de comportamiento y en la construcción de medidas concretas de 
no repetición aplicables al entorno cotidiano del participante, las cuales podrán ser 
registradas o documentadas por el operador del curso conforme a la metodología 
pedagógica que adopte, garantizando que sean accesibles y comprensibles para el 
participante con independencia de su nivel de alfabetización o condición socioeconómica.

INTEGRALIDAD CONDUCTUAL: El diseño pedagógico del curso deberá abordar, desde 
una finalidad estrictamente formativa y preventiva, las dimensiones cognitiva, emocional 
y conductual asociadas a la conducta de maltrato animal, sin que ello implique 
intervención clínica, terapéutica o psicológica individual.

La dimensión cognitiva comprende la comprensión del hecho, sus causas, consecuencias 
y efectos sobre el animal y el entorno. La dimensión emocional comprende la 
identificación de estados internos asociados a respuestas impulsivas, agresivas o 
negligentes. La dimensión conductual comprende la adquisición de herramientas 
prácticas orientadas a prevenir respuestas violentas y promover formas adecuadas de 
interacción y manejo.

La evidencia disponible indica que la intervención aislada de una sola dimensión resulta 
insuficiente para generar cambios conductuales sostenibles. En consecuencia, el curso 
deberá estructurarse como una secuencia pedagógica coherente que integre 
comprensión, reconocimiento emocional y construcción de alternativas prácticas de 
acción.

APLICABILIDAD INMEDIATA: Los contenidos del curso deberán estar vinculados con 
situaciones reales y cotidianas de interacción humano-animal, priorizando herramientas 
prácticas de aplicación inmediata.

Las actividades pedagógicas deberán orientarse a la resolución de problemas concretos, 
identificación de detonantes conductuales, toma de decisiones y construcción de 
alternativas de manejo no violento, evitando enfoques exclusivamente teóricos, 
abstractos o excesivamente técnicos.

Las entidades territoriales deberán garantizar que los contenidos puedan ser 
comprendidos y utilizados funcionalmente por participantes con distintos niveles 
educativos, contextos culturales y condiciones socioeconómicas.

REALIDAD TERRITORIAL Y CONTEXTUAL: El diseño e implementación del curso 
deberá reconocer las diferencias territoriales, culturales, sociales, económicas y 
educativas existentes en el país, así como las distintas formas de relacionamiento 
humano-animal presentes en contextos urbanos, rurales y productivos.

Las estrategias pedagógicas deberán adaptarse a las características propias del territorio 
y del perfil de los participantes, considerando factores asociados a ruralidad, 
informalidad, acceso limitado a servicios veterinarios, contextos de producción animal, 
condiciones de vulnerabilidad social y diferencias culturales en el manejo y percepción 
de los animales.

Sin perjuicio de dichas adaptaciones, las entidades territoriales deberán garantizar el 
cumplimiento de los contenidos mínimos obligatorios definidos en el presente 
instrumento.

NO ESTIGMATIZACIÓN: El curso deberá promover la responsabilización activa sobre 
la conducta sancionada sin recurrir a mecanismos de humillación, señalamiento 
degradante, confrontación hostil o etiquetamiento rígido del participante.

Las metodologías pedagógicas deberán enfocarse en la conducta y sus consecuencias, 
reconociendo simultáneamente la capacidad de transformación y prevención de nuevas 
conductas lesivas.

Si bien el curso parte de una conducta sancionada, la evidencia en programas de justicia 
restaurativa indica que los enfoques que etiquetan al individuo como “maltratador” de 
manera rígida generan resistencia y disminuyen la disposición al cambio. En contraste, 
los enfoques que responsabilizan la conducta sin anular la capacidad de transformación 
del individuo muestran mejores resultados en términos de adherencia y cambio 
conductual.

La aplicación de este principio no excluye la necesidad de reconocimiento de 
responsabilidad frente a la conducta sancionada.

BIENESTAR ANIMAL BASADO EN EVIDENCIA: Los contenidos relacionados con 
comportamiento, manejo y bienestar animal deberán fundamentarse en conocimiento 
técnico y científico actualizado.

La información impartida deberá promover la comprensión básica de:

● Sintiencia animal

● Necesidades comportamentales
● Señales de miedo, dolor, estrés y sufrimiento
● Factores de riesgo para el bienestar
● Consecuencias del manejo violento o inadecuado

Las entidades territoriales deberán evitar el uso de contenidos pseudocientíficos, 
afirmaciones sin sustento técnico o enfoques basados exclusivamente en 
antropomorfización emocional de los animales.

LENGUAJE CLARO Y ACCESIBILIDAD PEDAGÓGICA: El curso deberá desarrollarse 
mediante lenguaje claro, comprensible y accesible para población general.

Los contenidos deberán evitar tecnicismos innecesarios, formulaciones excesivamente 
académicas o estructuras pedagógicas que dificulten la comprensión práctica del 
mensaje preventivo.

Cuando se utilicen conceptos técnicos relacionados con comportamiento animal, 
bienestar animal o regulación emocional, estos deberán traducirse a ejemplos concretos 
y situaciones cotidianas fácilmente identificables por los participantes.

CORRESPONSABILIDAD EN LA CONVIVENCIA HUMANO-ANIMAL: El curso deberá 
promover el reconocimiento de la responsabilidad individual y colectiva en la protección 
y bienestar de los animales, así como en la prevención de conductas que afecten la 
convivencia, la salud pública y la seguridad comunitaria.

La comprensión del bienestar animal deberá abordarse como un componente relacionado 
con la convivencia social, la prevención de violencias interrelacionadas y la construcción 
de entornos más seguros tanto para animales como para personas.

DISPONIBILIDAD Y OFERTA OPORTUNA DEL CURSO: Las entidades territoriales 
deberán garantizar la oferta del Curso de Sensibilización contra el Maltrato Animal con 
una periodicidad que asegure el ejercicio efectivo del derecho a la reducción de la multa 
dentro del término legal previsto en el artículo 14 de la Ley 84 de 1989, modificado por 
el artículo 8 de la Ley 2455 de 2025. Para tal efecto, podrán implementar modalidades 
de programación regular, atención por demanda, articulación intermunicipal, apoyo 
departamental u otros mecanismos compatibles con sus capacidades institucionales, sin 
perjuicio del cumplimiento de los contenidos mínimos obligatorios y de los objetivos 
preventivos definidos en el presente instrumento.

CONSIDERACIONES GENERALES A TENER EN CUENTA DEL PARTICIPANTE
El Curso de Sensibilización contra el Maltrato Animal está dirigido a personas 
sancionadas por conductas constitutivas de maltrato animal, quienes pueden presentar 
distintos niveles de conocimiento, percepción y relacionamiento frente a los animales.

Para efectos pedagógicos y metodológicos, las entidades territoriales deberán considerar 
que los participantes pueden presentar características asociadas a:

● Bajo conocimiento sobre comportamiento y bienestar animal
● Normalización de prácticas violentas o coercitivas
● Dificultades de regulación emocional
● Contextos de estrés económico, social o familiar
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● Formas de relacionamiento instrumental, utilitario o funcional con los animales.

En consecuencia, el curso deberá desarrollarse mediante estrategias pedagógicas claras, 
directas, prácticas y contextualizadas, evitando lenguaje excesivamente técnico, 
académico o especializado que dificulte la apropiación funcional de los contenidos.

El diseño metodológico deberá reconocer que, en muchos casos, los participantes no 
poseen un vínculo afectivo previo con los animales y pueden percibirlos principalmente 
como elementos funcionales del entorno doméstico, productivo, laboral o comunitario.

Las entidades territoriales deberán garantizar que las actividades pedagógicas sean 
compatibles con las condiciones sociales, educativas y culturales de los participantes, 
priorizando enfoques aplicados y situaciones concretas de interacción humano-animal.

CONTENIDOS MÍNIMOS Y ESTRUCTURA CURRICULAR
Las entidades territoriales deberán garantizar que el Curso de Sensibilización contra el 
Maltrato Animal incorpore, como mínimo, los módulos, objetivos y contenidos definidos 
en el presente instrumento.

Las adaptaciones metodológicas o territoriales no podrán eliminar, sustituir o reducir los 
contenidos mínimos establecidos en estos lineamientos.

El curso deberá estructurarse como una secuencia pedagógica progresiva orientada al 
reconocimiento de la conducta sancionada, la comprensión de sus causas y 
consecuencias, la identificación de factores de riesgo asociados al maltrato animal y la 
construcción de herramientas prácticas de no repetición.

MÓDULO 1. RECONOCIMIENTO DEL HECHO Y MARCO DE RESPONSABILIDAD
Este módulo tiene como finalidad facilitar el reconocimiento activo de la conducta 
sancionada y disminuir mecanismos de negación, minimización o racionalización 
asociados al maltrato animal. El desarrollo pedagógico deberá permitir que el 
participante reconstruya los hechos que dieron origen a la sanción e identifique la 
diferencia entre explicar una conducta y justificarla.

El contenido deberá abordar las consecuencias de la conducta sobre el animal, así como 
los impactos sociales, comunitarios y legales derivados del maltrato animal. Asimismo, 
deberán trabajarse racionalizaciones frecuentes asociadas a este tipo de conductas, 
incluyendo expresiones de normalización, minimización del daño o atribución de 
responsabilidad al comportamiento del animal.

Cuando la conducta sancionada involucre animales silvestres, el curso deberá incorporar 
contenidos básicos sobre su condición jurídica diferencial, efectos del cautiverio, y 
responsabilidades legales asociadas a su carácter protegido.

Al finalizar el módulo, el participante deberá reconocer la conducta objeto de sanción, 
identificar factores asociados a su ocurrencia y comprender las consecuencias derivadas 
de sus acciones.

MÓDULO 2. COMPRENSIÓN DEL COMPORTAMIENTO Y BIENESTAR ANIMAL
El presente módulo tiene como propósito fortalecer la comprensión básica del 
comportamiento animal y reducir interpretaciones erróneas que favorezcan respuestas 
violentas o prácticas inadecuadas de manejo.

Las actividades pedagógicas deberán facilitar el reconocimiento de los animales como 
seres sintientes y promover la comprensión de necesidades básicas relacionadas con 
nutrición, ambiente, salud, interacción y estado mental. El contenido deberá incluir 
señales observables de miedo, dolor, estrés, ansiedad y sufrimiento, así como ejemplos 
prácticos que permitan diferenciar conductas derivadas de estados emocionales o físicos 
del animal frente a interpretaciones humanas erróneas asociadas a desafío, terquedad
o desobediencia.

El módulo deberá enfatizar que múltiples situaciones de conflicto humano-animal derivan 
de errores de interpretación conductual y que las respuestas violentas suelen 
incrementar el miedo, el estrés y los problemas de comportamiento.

El contenido deberá abordar principios básicos de aprendizaje, asociación y respuesta 
conductual, así como las consecuencias negativas derivadas del castigo físico y del 
manejo coercitivo.

El módulo deberá enfatizar que múltiples conductas consideradas problemáticas 
corresponden realmente a respuestas derivadas de estrés, dolor, miedo, privación, falta 
de estimulación o manejo inadecuado, y que las respuestas violentas suelen agravar 
dichas situaciones.

Al finalizar este componente, el participante deberá reconocer señales básicas de 
malestar animal y comprender las consecuencias negativas del manejo violento o 
inadecuado.

MÓDULO 3. MOTIVACIONES Y FACTORES ASOCIADOS AL MALTRATO ANIMAL
Este módulo tiene como finalidad facilitar la identificación de factores emocionales, 
cognitivos, culturales y contextuales asociados a la conducta de maltrato animal.

El contenido deberá abordar motivaciones frecuentemente descritas en la literatura 
especializada, incluyendo descarga de frustración, agresión reactiva, necesidad de 
control, retaliación, desconocimiento, aprendizaje social de la violencia y normalización 
cultural de prácticas lesivas hacia los animales.

El desarrollo pedagógico no deberá orientarse a clasificaciones abstractas, sino a 
ejercicios prácticos de autorreconocimiento que permitan al participante identificar qué 
factores estuvieron presentes en su caso particular y cómo estos pudieron influir en la 
conducta sancionada.

El contenido deberá incluir reconocimiento emocional básico, identificación de 
detonantes conductuales, control de impulsos, reevaluación cognitiva y estrategias de 
interrupción conductual aplicables a situaciones cotidianas.

Las actividades pedagógicas deberán permitir que el participante identifique situaciones 
de activación emocional elevada y reconozca alternativas prácticas de respuesta antes 
de recurrir a conductas violentas. El módulo deberá incorporar ejercicios orientados a la 
pausa conductual, reinterpretación de situaciones conflictivas y toma de decisiones no 
violentas.

Al finalizar el módulo, el participante deberá reconocer detonantes y factores asociados 
a su conducta, así como comprender la relación existente entre emociones, contexto y 
comportamiento.

MÓDULO 4. CONSECUENCIAS JURÍDICAS, SOCIALES Y COMUNITARIAS
Este módulo tiene como finalidad fortalecer el conocimiento sobre las consecuencias 
jurídicas y sociales derivadas de las conductas de maltrato animal.

El contenido deberá abordar el marco normativo básico en materia de protección y 
bienestar animal, las consecuencias policivas y penales asociadas al maltrato animal, las 
implicaciones de la reincidencia y las medidas previstas en la normatividad vigente, 
incluyendo decomiso, aprehensión material preventiva e inhabilidades cuando 
correspondan. Cuando los hechos involucren animales silvestres, el contenido deberá 
incluir una explicación básica sobre las responsabilidades derivadas de la normativa 
ambiental y su relación con los demás regímenes jurídicos aplicables

Al finalizar el módulo, el participante deberá comprender las consecuencias legales y 
sociales derivadas de estas conductas y reconocer los riesgos asociados a su repetición.

METODOLOGÍA: El Curso de Sensibilización contra el Maltrato Animal deberá 
desarrollarse mediante metodologías pedagógicas participativas y orientadas al 
aprendizaje práctico.

Las estrategias implementadas deberán priorizar la comprensión de situaciones 
cotidianas de interacción humano-animal y promover herramientas básicas de 
prevención de conductas de maltrato animal.

En consecuencia, el curso no podrá limitarse exclusivamente a clases magistrales, 
lectura de normas o exposición pasiva de contenidos.

Las entidades territoriales podrán incorporar actividades pedagógicas orientadas al 
análisis de situaciones reales o hipotéticas relacionadas con convivencia, bienestar 
animal y manejo inadecuado de animales, así como ejercicios prácticos y espacios de 
reflexión sobre las consecuencias derivadas del maltrato animal y las alternativas de 
actuación no violenta.

Las actividades desarrolladas deberán ser compatibles con las condiciones sociales, 
culturales y educativas de los participantes, priorizando metodologías claras, accesibles 
y de fácil aplicación.

COMPROMISOS DE PREVENCIÓN DE NUEVAS CONDUCTAS DE MALTRATO: Este 
componente constituye el cierre del curso y tiene como finalidad convertir los 
aprendizajes adquiridos en medidas prácticas y sencillas orientadas a prevenir la 
presentación de nuevas conductas de maltrato animal, promoviendo el reconocimiento 

del daño causado y convirtiendo los aprendizajes adquiridos en medidas prácticas y 
sencillas orientadas a prevenir el maltrato animal.

Para ello, el participante deberá definir compromisos básicos de prevención ajustados a 
su realidad, entorno y tipo de conducta sancionada. Estos compromisos podrán incluir la 
identificación de situaciones de riesgo, medidas simples de manejo y cuidado, 
estrategias para evitar respuestas impulsivas o violentas, y acciones concretas 
orientadas a mejorar la interacción y convivencia con los animales.

La actividad deberá desarrollarse de forma clara, breve y de fácil comprensión, evitando 
exigencias técnicas, administrativas o metodológicas complejas que dificulten su 
aplicación práctica, especialmente en contextos rurales o poblaciones con distintos 
niveles educativos.

Al finalizar el curso, el participante deberá haber identificado medidas básicas y 
aplicables a su vida cotidiana para prevenir nuevas conductas de maltrato animal, así 
como expresar su compromiso con la no realización de conductas lesivas hacia los 
animales.

MODALIDAD DE IMPLEMENTACIÓN DEL CURSO: El Curso de Sensibilización contra 
el Maltrato Animal deberá desarrollarse en modalidad presencial, considerando que su 
finalidad preventiva requiere espacios de interacción pedagógica directa, participación 
activa, reflexión guiada y construcción progresiva de herramientas de prevención de 
reincidencia. La ampliación de estos componentes se encuentra relacionada en la 
memoria justificativa del instrumento.

El desarrollo presencial del curso deberá garantizar condiciones mínimas de 
accesibilidad, seguridad, respeto y participación efectiva, evitando escenarios de 
exposición pública degradante o señalamiento social del participante.

Cuando existan limitaciones territoriales, geográficas o institucionales que dificulten el 
acceso presencial, las entidades territoriales podrán implementar estrategias 
complementarias de apoyo pedagógico o acompañamiento remoto, siempre que se 
garantice la interacción efectiva con el participante, su participación activa, reflexión 
guiada y el cumplimiento de los objetivos preventivos definidos en el presente 
instrumento.

En ningún caso el curso podrá limitarse exclusivamente a:

A. Envío de material informativo
B. Reproducción automática de contenido audiovisual
C. Asistencia pasiva a conferencias
D. Diligenciamiento mecánico de formularios
E. Actividades que impidan verificar apropiación mínima de los contenidos

INTENSIDAD HORARIA Y DISTRIBUCIÓN PEDAGÓGICA: El Curso de 
Sensibilización contra el Maltrato Animal deberá contar con una intensidad mínima de 
tres (3) horas de formación.
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La intensidad horaria deberá distribuirse entre los componentes orientados al 
reconocimiento de la conducta sancionada, comprensión básica del comportamiento y 
bienestar animal, identificación de factores de riesgo y construcción de herramientas 
mínimas de prevención de reincidencia.

VERIFICACIÓN DE ASISTENCIA Y CONSTANCIA DE PARTICIPACIÓN
La verificación de la asistencia y constancia de participación deberá orientarse a 
constatar el cumplimiento de los objetivos planteados para el curso.

La expedición de la constancia de asistencia y participación requerirá:
a. Verificación de asistencia al inicio y terminación de la jornada de formación.
b. Participación en las actividades pedagógicas desarrolladas.

Como parte del desarrollo pedagógico del curso, se promoverá la elaboración de un 
compromiso básico de prevención de reincidencia, orientado a reforzar los aprendizajes 
y propósitos de sensibilización de la jornada.

Las entidades territoriales deberán llevar registro de la asistencia y participación en el 
curso de cada participante, así como expedir la constancia correspondiente para efectos 
de acceder a la reducción de la multa ante la autoridad sancionadora. La forma, soporte 
y medios de dicho registro serán definidos autónomamente por cada entidad territorial, 
conforme a sus capacidades institucionales y a las condiciones del territorio.

La constancia de asistencia y participación constituye el soporte documental que la 
persona deberá presentar ante la autoridad sancionadora competente para acceder a la 
reducción de la multa prevista en la ley. Las entidades territoriales adoptarán las 
medidas que estimen necesarias, dentro de sus capacidades institucionales, para 
garantizar la autenticidad y trazabilidad de la constancia expedida.

La constancia expedida por las entidades territoriales deberá contener, como mínimo, la 
identificación del participante, el documento de identidad, la fecha y lugar de realización 
del curso, la intensidad horaria cumplida, la entidad responsable de su implementación 
y el número o código único de identificación de la constancia

PERFIL DEL FACILITADOR: El curso deberá desarrollarse mediante un enfoque 
interdisciplinario y contar con facilitadores que acrediten formación o experiencia en 
áreas como Medicina Veterinaria, Medicina Veterinaria y Zootecnia, Biología, Zootecnia, 
Etología, Pedagogía, Ciencias Sociales, Derecho u otras disciplinas relacionadas con los 
contenidos objeto del curso, conforme a la naturaleza del hecho originador de la sanción 
y de los temas desarrollados

SEGUIMIENTO Y MEJORA CONTINUA: Las entidades territoriales podrán desarrollar 
mecanismos básicos de seguimiento orientados a identificar dificultades de 
implementación, necesidades de ajuste metodológico y factores asociados a 
reincidencia.

La información derivada de la implementación del curso podrá contribuir al 
fortalecimiento de estrategias territoriales de prevención del maltrato animal y a la 
construcción de herramientas de política pública basadas en evidencia.
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TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

La presente Ruta de Atención al Maltrato Animal constituye un instrumento para 
formalizar la actuación institucional coordinada de los casos de presunto 
maltrato animal en el territorio nacional, de conformidad con el artículo 24 de la 
Ley 2455 de 2025 y con las competencias constitucionales y legales de las 
entidades y autoridades intervinientes.

La Ruta establece lineamientos generales y componentes operativos orientados 
a fortalecer la recepción del caso, el análisis y clasificación, la verificación técnica 
e intervención institucional, así como la gestión, el seguimiento y el cierre de los 
casos de presunto maltrato animal, promoviendo mecanismos de coordinación 
interinstitucional y criterios técnicos comunes para su implementación territorial.

La ruta se aplica para los animales vertebrados, entendidos como todo ser vivo 
perteneciente al subfilo Vertebrata, caracterizado por poseer columna vertebral, 
sistema nervioso central desarrollado y estructuras anatómicas complejas que 
le permiten percibir estímulos, experimentar sensaciones y responder al 
entorno. Para efectos de la presente Ruta, esta categoría comprende, entre 
otros, a los mamíferos, aves, reptiles, anfibios y peces incluyendo animales 
domésticos, amansados, silvestres vertebrados y exóticos vertebrados, de 
conformidad con las categorías previstas en el ordenamiento jurídico aplicable, 
independientemente de su forma de tenencia, manejo, aprovechamiento o del 
contexto en el cual se encuentren.

La convivencia, tenencia, manejo o permanencia bajo cuidado humano de un 
ejemplar de fauna silvestre no modifica, por sí misma, su naturaleza ni su 
clasificación jurídica como animales silvestres.

La delimitación del ámbito de aplicación de la Ruta a los animales vertebrados 
no podrá interpretarse como una exclusión de la protección jurídica de los 
animales no vertebrados ni como una habilitación para causarles daño, 
sufrimiento innecesario o someterlos a actos de crueldad. Estos continuarán 
sujetos a las disposiciones de protección que les resulten aplicables, en particular 
las previstas en la Ley 84 de 1989 y demás normas concordantes.

La implementación de la Ruta se desarrollará conforme a las capacidades 
institucionales, técnicas, operativas y presupuestales de las entidades 
competentes y de las entidades territoriales, sin que esto signifique exonerar, 
reducir, sustituir o modificar las competencias previstas en el ordenamiento 
jurídico vigente en los asuntos de protección y bienestar animal.

La implementación de la presente Ruta se desarrollará conforme a lo dispuesto 
en la Constitución Política, la Ley 84 de 1989, la Ley 1774 de 2016, la Ley 1801 
de 2016, la Ley 2294 de 2023, la Ley 2455 de 2025, el Decreto 0810 de 2025 y 
las demás disposiciones que regulen la protección, bienestar, sanidad y manejo 
de los animales en Colombia.

El marco conceptual de la presente Ruta Nacional de Atención frente a Presuntos 
Casos de Maltrato Animal se fundamenta en el reconocimiento de los animales 
como seres sintientes, conforme a lo dispuesto en la Ley 1774 de 2016, así como 
en el deber constitucional de protección animal derivado de la interpretación 
armónica de los artículos 8, 79, 80 y 95 numeral 8 de la Constitución Política de 
Colombia. Este reconocimiento implica el deber del Estado y de las autoridades 
competentes de prevenir, atender, investigar y sancionar, conforme a sus 
competencias constitucionales y legales, las conductas que ocasionen dolor, 
sufrimiento, daño, miedo, angustia o menoscabo a los animales. Así mismo, 
supone la corresponsabilidad social en la prevención del maltrato, la denuncia 
de actos de crueldad y la promoción de condiciones compatibles con el bienestar, 
integridad y desarrollo comportamental de los animales.

La estructuración de esta Ruta incorpora los enfoques de “Una Salud” (One 
Health) y “Un Bienestar” (One Welfare), ampliamente reconocidos por 
organismos internacionales como la World Organisation for Animal Health, la 
World Health Organization y la Food and Agriculture Organization of the United 
Nations, los cuales reconocen la interdependencia entre la salud humana, la 
salud animal y la salud de los ecosistemas, así como la relación existente entre 
el bienestar animal, el bienestar humano y las dinámicas sociales y ambientales 
en las que ambos se desarrollan.

Desde esta perspectiva, el maltrato animal se entiende como un fenómeno con 
capacidad de impactar negativamente múltiples dimensiones de la vida social y 
ambiental, razón por la cual requiere respuestas institucionales integrales, 
intersectoriales y territorialmente articuladas, superando enfoques 
fragmentados o exclusivamente sancionatorios. En consecuencia, la presente 
Ruta se orienta no solo a fortalecer los mecanismos de reacción frente a hechos 
consumados de maltrato, sino también a consolidar capacidades institucionales 
para la prevención, detección temprana, atención integral, trazabilidad y 
seguimiento de los casos.

La valoración del bienestar animal en el marco de la presente Ruta integra de 
manera complementaria y concurrente el enfoque de las Cinco Libertades del 
Bienestar Animal y el modelo de los Cinco Dominios del Bienestar Animal; bajo 
este enfoque, el bienestar animal no se limita únicamente a la ausencia de 
lesiones físicas evidentes, sino que comprende también la evaluación de estados 

emocionales positivos o negativos, incluyendo dolor, miedo, angustia, estrés, 
frustración, confort o bienestar. En consecuencia, la valoración técnica de los 
presuntos casos de maltrato animal debe considerar tanto las afectaciones 
físicas como las alteraciones conductuales, ambientales y emocionales que 
puedan comprometer la calidad de vida del animal.

Asimismo, el presente instrumento reconoce la necesidad de fortalecer la 
seguridad jurídica y la uniformidad técnica en la atención de los casos de 
presunto maltrato animal en el territorio nacional, frente a problemáticas 
históricamente identificadas en el territorio, tales como la dispersión de 
competencias, la ausencia de protocolos estandarizados, las dificultades 
probatorias, la limitada capacidad operativa territorial, la falta de criterios 
homogéneos para la clasificación de la gravedad de los casos y la insuficiente 
articulación entre autoridades policivas, administrativas y judiciales.

Definiciones: Para efectos de la presente Ruta de Atención al Maltrato Animal, 
se entenderá por:

Abandono animal: Situación que se configura cuando un animal doméstico es 
dejado de manera intencional por su propietario, tenedor o responsable sin 
garantizar su cuidado o custodia, ya sea entregándolo a un tercero sin su 
consentimiento o dejándolo en la vía pública u otro lugar donde deba valerse por 
sí mismo para sobrevivir. En el ordenamiento jurídico colombiano, el abandono 
constituye un acto de crueldad contra los animales en los términos de la Ley 84 
de 1989. Así mismo, las autoridades podrán declarar a un animal en estado de 
abandono cuando, habiendo sido recogido o puesto bajo custodia institucional, 
transcurran treinta (30) días calendario sin que su propietario o tenedor lo 
reclame, conforme al artículo 2 de la Ley 2054 del 2020.

Actos o conductas crueles: Conductas activas u omisivas descritas en la 
normativa vigente que ocasionan sufrimiento, dolor, lesión, grave afectación o 
muerte a un animal de manera injustificada. Para efectos de la presente Ruta, 
los actos crueles constituyen formas de maltrato animal.

Animal doméstico de producción: Animal doméstico cuya tenencia, manejo 
y aprovechamiento se realiza con fines productivos, incluyendo la obtención de 
alimentos, materias primas, servicios o trabajo, en el marco de sistemas 
pecuarios o agropecuarios, conforme a la normativa sanitaria y sectorial vigente.

Aprehensión material preventiva: Medida preventiva adoptada por la 
autoridad competente respecto de animales domésticos cuando existan 
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circunstancias que comprometan su vida, integridad o bienestar, conforme a la 
normativa vigente (art 10 de la Ley 2455 de 2025).

Animal silvestre: Individuo perteneciente a una especie silvestre.  

Cuidador: Persona natural o jurídica que tiene a su cargo, de manera 
permanente o transitoria, la atención, manejo o supervisión directa de un 
animal, incluyendo labores de alimentación, limpieza, vigilancia, movilización, 
manejo cotidiano y demás acciones orientadas a garantizar sus condiciones 
básicas de bienestar.

Custodia temporal: Medida de protección mediante la cual un animal es puesto 
bajo el cuidado provisional de una entidad, hogar de paso o tercero autorizado, 
con el fin de garantizar su bienestar mientras se define su situación jurídica o 
administrativa.

Daño funcional: Alteración, limitación o pérdida de la capacidad del animal 
para ejecutar funciones biológicas o comportamentales propias de su especie, 
rol o estado fisiológico; tales como la locomoción, alimentación, interacción 
social, reproducción o expresión de conductas naturales, independientemente 
de la existencia de lesiones físicas o de alteraciones emocionales evidentes.

Dolor: Experiencia sensorial y emocional desagradable asociada a una lesión 
real o potencial de los tejidos del animal, que puede manifestarse mediante 
respuestas fisiológicas, emocionales o comportamentales.

Dolor fisiológico: Corresponde a la respuesta adaptativa y protectora generada 
ante estímulos nocivos reales o potencialmente dañinos, cuya función principal 
es preservar la integridad del organismo y favorecer mecanismos de 
supervivencia y recuperación. Este tipo de dolor normalmente desaparece una 
vez cesa el estímulo lesivo o se produce la reparación tisular correspondiente.

Dolor patológico: Alteración mal-adaptativa de los mecanismos normales de 
procesamiento del dolor, caracterizada por su persistencia, exacerbación o 
desregulación de las vías nociceptivas, incluso tras la resolución parcial o total 
de la lesión inicial. Sus manifestaciones incluyen el dolor inflamatorio crónico, 
neuropático, funcional y la sensibilización central, generando sufrimiento 
prolongado con afectaciones sobre el comportamiento, la movilidad, la 
alimentación, la interacción social y la calidad de vida del animal, lo que lo 
constituye en un indicador relevante de menoscabo al bienestar animal.

Estado afectivo: Se refiere al conjunto de experiencias internas como 
emociones y sentimientos que percibe un animal en un momento determinado 
e influye en su comportamiento, bienestar y capacidad para responder a 

estímulos del entorno. Estos estados pueden ser positivos o negativos, de alta o 
baja intensidad, y son esenciales para evaluar la calidad de vida de un animal.

Maltrato animal1Toda acción u omisión que, de manera directa o indirecta, 
cause dolor, sufrimiento, daño o menoscabo a la salud, integridad o condiciones 
de vida de un animal, derivada del incumplimiento de los deberes legales de 
cuidado, manejo o trato hacia los animales. 

En los casos de mayor gravedad, las conductas podrán constituir delito cuando 
ocasionen la muerte del animal o produzcan lesiones que menoscaben 
gravemente su salud o su integridad física, en los términos previstos en el Título 
XI-A del Código Penal, modificado por la Ley 1774 de 2016 y la Ley 2455 de 
2025. Asimismo, podrán existir conductas constitutivas de maltrato leve o actos 
de crueldad susceptibles de medidas policivas, preventivas o sancionatorias 
conforme al Estatuto Nacional de Protección de los Animales y demás 
disposiciones aplicables.

Menoscabo físico: Daño corporal que compromete la integridad física de un 
animal, manifestado en lesiones, alteraciones o limitaciones relevantes en sus 
funciones fisiológicas, capacidad de movimiento o funcionamiento normal. Puede 
derivarse de acciones u omisiones constitutivas de maltrato animal, incluidos los 
actos crueles previstos en la legislación vigente, así como de violencia sexual, 
sobreexplotación, negligencia, abandono u otras conductas que generen daño 
físico al animal.

Menoscabo emocional: Afectación del estado emocional del animal manifiesta 
en alteraciones significativas y sostenidas en su comportamiento, interacción 
con el entorno o capacidad de relacionarse con otros animales o personas, como 
consecuencia de condiciones, estímulos o experiencias adversas que generan 
miedo, ansiedad, estrés u otros estados afectivos negativos. Este menoscabo 
podrá evidenciarse mediante indicadores compatibles con disconfort mental, 
independientemente de la existencia de lesiones físicas visibles.

Menoscabo leve: Afectaciones de baja intensidad en la salud, integridad o 
condiciones de vida del animal que no comprometen gravemente sus funciones 

1 No se considerarán maltrato animal aquellas prácticas realizadas en el marco de 
actividades lícitas de producción, manejo, beneficio, control sanitario, investigación, 
conservación, eutanasia humanitaria o manejo poblacional, siempre que se desarrollen 
conforme a la normativa vigente, bajo criterios técnicos, científicos y éticos, y evitando 
el sufrimiento innecesario del animal. En todo caso, la legalidad de una actividad no 
excluye el deber de implementar medidas razonables de prevención, mitigación y 
reducción del dolor, el estrés y el sufrimiento, conforme a los principios de bienestar 
animal y proporcionalidad.

vitales ni generan deterioro significativo de su estado general. Estas situaciones 
pueden corresponder a actos crueles o hechos dañinos en los términos de la Ley 
84 de 1989 y dar lugar a la actuación policial correspondiente.

Menoscabo grave: Afectación de alta intensidad y duraderas consecuencias en 
la salud o integridad del animal que impacta profundamente sus funciones 
vitales; como la movilidad, la respiración o la alimentación. Su valoración debe 
considerar las características propias del animal y la gravedad del impacto sobre 
su bienestar.

Medidas de protección: Actuaciones orientadas a prevenir la continuidad del 
daño, reducir factores de riesgo y garantizar condiciones compatibles con el 
bienestar animal conforme a la normativa vigente.

Primer respondiente institucional: Servidor público que interviene 
inicialmente ante una situación de presunto maltrato animal, riesgo o 
emergencia asociada. Esta función será asumida por la autoridad que, conforme 
a la naturaleza y gravedad del caso, su disponibilidad operativa y su marco 
competencial, arribe primero a la escena o conozca inicialmente los hechos. 
Podrá corresponder, entre otros, a la Policía Nacional, autoridades 
administrativas territoriales, autoridades ambientales u organismos de socorro.

Su actuación comprende la verificación inicial de los hechos, la adopción de 
medidas urgentes para salvaguardar la vida, integridad y bienestar del animal, 
la preservación básica de elementos materiales probatorios cuando corresponda, 
y la activación de la Ruta mediante comunicación a las autoridades o 
profesionales competentes para la valoración y manejo integral del caso.

Poseedor: Persona que ejerce poder de hecho sobre el animal comportándose 
como dueño, sin contar necesariamente con título acreditado o ante controversia 
sobre la propiedad.

Propietario: Persona natural o jurídica que ostenta la titularidad del derecho de 
propiedad sobre un animal, acreditada mediante los medios legales 
correspondientes, con las facultades y responsabilidades derivadas de dicha 
condición conforme a la normativa vigente.

Responsable del animal: Para efectos de la presente Ruta, comprende al 
propietario, poseedor, tenedor, custodio o a quien ejerza control material sobre 
el animal.

Riesgo vital: Condición clínica en la que el estado de un animal presenta 
probabilidad alta e inminente de evolucionar hacia deterioro grave de sus 
funciones fisiológicas o hacia la muerte, de no adoptarse medidas inmediatas de 
atención, rescate o intervención por las autoridades o profesionales 
competentes.

Tenedor: Persona natural o jurídica que mantiene un animal bajo su guarda o 
control material de forma temporal, funcional o por encargo, sin ostentar 
necesariamente su propiedad o posesión.

TÍTULO II
COMPONENTES OPERATIVOS DE LA RUTA

La Ruta de Atención al Maltrato Animal se estructura en cuatro (4) componentes 
operativos orientados a facilitar la recepción, análisis, atención, articulación, 
seguimiento y cierre de los casos de presunto maltrato animal, garantizando una 
respuesta institucional oportuna y proporcional a la naturaleza y gravedad de 
cada caso.

COMPONENTE I. RECEPCIÓN DEL CASO

1.1 Formas de conocimiento y recepción del caso para la activación de la Ruta
La Ruta de Atención al Maltrato Animal podrá activarse cuando las autoridades 
competentes tengan conocimiento de hechos o circunstancias que puedan 
constituir presunto maltrato animal, con independencia del mecanismo mediante 
el cual estos sean conocidos.

El conocimiento y recepción del caso podrá originarse, entre otros, a partir de 
reportes, quejas o denuncias presentadas de forma verbal o escrita, pública o 
anónima, por cualquier persona natural o jurídica; de actuaciones oficiosas; de 
hallazgos realizados por servidores públicos o autoridades en ejercicio de sus 
funciones; de situaciones advertidas durante actividades de inspección, 
vigilancia y control, visitas técnicas, operativos o diligencias institucionales; de 
requerimientos o remisiones interinstitucionales; o de situaciones de flagrancia.

Cuando un servidor público o autoridad advierta directamente una situación que 
pueda constituir presunto maltrato animal, deberá, dentro del ámbito de sus 
competencias, adoptar las actuaciones inmediatas que resulten procedentes y 
activar los mecanismos institucionales previstos en la presente Ruta. Cuando 
carezca de competencia para adelantar la actuación correspondiente, deberá 
poner los hechos en conocimiento de la autoridad competente de manera 
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oportuna, trasladando la información y los elementos disponibles que resulten 
relevantes para la atención y priorización del caso.

La activación de la Ruta no estará condicionada a la existencia previa de una 
denuncia, queja o reporte ciudadano, cuando los hechos sean conocidos 
directamente por una autoridad o servidor público en ejercicio de sus funciones.

1.2 Canales de atención y activación institucional
Las entidades territoriales, en el marco de sus competencias y de conformidad 
con sus capacidades administrativas, técnicas, operativas y financieras, deberán 
disponer de canales institucionales para la recepción, registro y trámite de 
reportes, denuncias y solicitudes relacionadas con presuntos casos de maltrato 
animal. con independencia de su categoría, tamaño poblacional, capacidad fiscal 
o nivel de desarrollo institucional, se debe garantizar que un ciudadano que 
desee reportar un presunto caso de maltrato animal encuentre, al menos, un 
mecanismo operativo a través del cual pueda hacerlo, y que dicho mecanismo 
sea capaz de cumplir cuatro funciones esenciales e irreductibles: recibir el 
reporte, registrar la información básica, orientar al ciudadano sobre el trámite 
del caso y activar la respuesta institucional cuando el riesgo para el animal lo 
justifique.

Esta obligación exige que el canal sea funcional, que el servidor público que lo 
opera sepa qué hacer con el reporte que recibe y que la información llegue a las 
autoridades competentes dentro de los tiempos que la urgencia del caso 
demande. La flexibilidad del estándar reside en el medio, no en el resultado. 

Los canales de atención podrán operar mediante mecanismos presenciales, 
telefónicos, virtuales o electrónicos, incluyendo líneas de atención, plataformas 
digitales institucionales, páginas web oficiales, salas de atención al usuario y 
demás medios habilitados por las autoridades competentes, procurando criterios 
de accesibilidad, oportunidad, atención diferencial, trazabilidad y articulación 
interinstitucional. Las modalidades no son excluyentes entre sí y la entidad 
territorial podrá combinar varias de ellas para ampliar la cobertura y la 
accesibilidad del servicio.

Modalidad presencial. Comprende la recepción directa de reportes verbales o 
escritos en las dependencias de la alcaldía, la Inspección de Convivencia y Paz, 
las ventanillas de atención al ciudadano, u otros espacios físicos institucionales 
habilitados. Esta modalidad resulta especialmente relevante en municipios con 
alta ruralidad, poblaciones dispersas o limitaciones de conectividad, donde los 
canales telefónicos o electrónicos pueden ser inaccesibles para una parte 
significativa de la población.

Modalidad telefónica. Comprende la recepción de reportes a través de líneas 
institucionales existentes, incluyendo las de la alcaldía, las secretarías o 
dependencias competentes, la Inspección de convivencia y paz o, cuando esté 
disponible, una línea dedicada de protección animal. Su habilitación no requiere 
nuevas líneas ni personal exclusivo: basta con que las líneas ya operativas 
incorporen en su protocolo de atención la recepción de reportes de maltrato 
animal y cuenten con un flujo básico de registro y remisión.

Modalidad electrónica. Comprende la recepción de reportes a través de 
correos electrónicos institucionales, formularios web, plataformas de PQRS, 
aplicaciones de mensajería o cualquier medio digital habilitado por la entidad 
territorial. Cuando este sea el canal principal, la entidad deberá garantizar una 
revisión periódica de la bandeja de entrada que permita la detección oportuna 
de los reportes y la activación correspondiente, especialmente ante situaciones 
de riesgo inminente para el animal.

Modalidad de articulación con la Policía Nacional. En municipios de 
categorías quinta y sexta, la estación o subestación de Policía Nacional suele 
constituir el punto institucional con mayor presencia territorial, disponibilidad 
horaria y capacidad operativa inmediata. En estos casos, podrá funcionar como 
punto de recepción inicial, debiendo comunicar la información a la autoridad 
administrativa territorial competente para su registro formal y gestión 
complementaria. Esta modalidad no traslada la competencia administrativa a la 
Policía Nacional, sino que la habilita como primer punto de contacto en 
escenarios donde sea la única institución con presencia permanente. El canal de 
recepción deberá operar, como mínimo, dentro del horario ordinario de atención 
de la entidad territorial. Para situaciones de emergencia, riesgo vital o flagrancia 
fuera de dicho horario, la activación deberá canalizarse a través de la Línea 123 
o el CAD de la Policía Nacional.

Los reportes que ingresen por canales electrónicos fuera del horario de atención 
de la entidad territorial deberán ser revisados y clasificados al inicio del siguiente 
día hábil. No obstante, cuando el contenido del reporte evidencie una situación 
de emergencia crítica, la entidad territorial deberá procurar la implementación 
progresiva de mecanismos de alerta o monitoreo que permitan la detección 
oportuna de estos casos, tales como notificaciones automáticas, filtros de 
palabras clave en los correos electrónicos o turnos de revisión perimétrica.

Las líneas de emergencia nacional deberán priorizarse para situaciones urgentes 
que involucren riesgo vital, flagrancia, sufrimiento, emergencias, abandono o 

cualquier circunstancia que requiera intervención inmediata para la protección 
del animal.

Las entidades territoriales con capacidad de ampliar la disponibilidad de sus 
canales; mediante turnos extendidos, correos monitoreados, líneas de guardia 
u otros mecanismos equivalentes, deberán procurar dicha ampliación de manera 
progresiva.

La entidad territorial deberá garantizar que la información sobre cómo reportar 
un caso de presunto maltrato animal esté visible en las instalaciones de la 
alcaldía, en su página web oficial, en los espacios de atención presencial y, 
cuando sea posible, en carteleras comunitarias, redes sociales institucionales y 
medios de difusión local.

En territorios con población indígena, afrodescendiente, campesina, en condición 
de discapacidad o con necesidades de atención diferencial, la entidad territorial 
deberá contemplar mecanismos que faciliten el acceso efectivo al canal, 
incluyendo la recepción de reportes verbales presenciales, la orientación por 
parte de líderes comunitarios o juntas de acción comunal, y la recepción de 
información a través de autoridades tradicionales cuando resulte pertinente y 
culturalmente apropiado.

La actuación del operador deberá desarrollarse conforme a criterios operativos 
orientados a garantizar la adecuada recepción, clasificación, registro y activación 
de los casos reportados.

Tabla 1 Criterios canal de atención

CRITERIO ALCANCE OPERATIVO

Celeridad Clasificar con rapidez la urgencia y activar la ruta sin 
demoras injustificadas.

Claridad Usar lenguaje sencillo, preguntas precisas y respuestas 
sin tecnicismos innecesarios.

Neutralidad No prejuzgar ni desestimar el reporte por ausencia de 
prueba plena.

Trato respetuoso Escucha activa, sin interrupciones ni expresiones que 
minimicen el reporte.

No revictimización Evitar preguntas que cuestionen la credibilidad del 
reportante o del animal afectado.

Confidencialidad Aplicar el régimen de protección de datos conforme a la 
regulación vigente.

Registro íntegro Capturar toda la información útil, incluso cuando sea 
parcial o incompleta.

Proporcionalidad Activar la ruta en correspondencia directa con el nivel de 
riesgo identificado.

Nota: El operador no deberá prejuzgar ni desestimar el reporte por ausencia de 
prueba plena. Su función inicial es captar información útil, clasificar la gravedad 
y activar la ruta correspondiente.

Al recibir el reporte, el servidor público deberá identificarse con su nombre y la 
dependencia a la que pertenece, informar al ciudadano que su reporte será 
registrado y canalizado a las autoridades competentes, y preguntar si desea 
identificarse o si prefiere presentar el reporte de manera anónima. En ambos 
casos, el reporte deberá tramitarse con la misma diligencia. El servidor público 
deberá transmitir al ciudadano que la información que proporcione será tratada 
de manera confidencial conforme a la normativa vigente. Cuando la llamada sea 
interrumpida, el operador deberá dejar constancia de la información alcanzada 
y, si el protocolo lo permite, procurar devolución o continuidad por otro canal.
Las autoridades que reciban la información deberán activar oportunamente los 
mecanismos correspondientes para la verificación inicial de los hechos y la 
articulación institucional a que haya lugar, conforme a sus competencias legales, 
a la naturaleza de la situación reportada y a los mecanismos operativos 
desarrollados en los Componentes I, II y III del presente Anexo Técnico.

1.3 Información mínima para la atención y priorización del caso
El servidor público deberá recopilar, en la medida en que el ciudadano reportante 
pueda proporcionar, la siguiente información: la localización del hecho 
reportado, con la mayor precisión posible, incluyendo dirección, barrio, vereda, 
punto de referencia o coordenadas cuando estén disponibles; la descripción de 
la situación observada, incluyendo qué le está ocurriendo al animal, desde 
cuándo se observa la situación y si persiste en el momento del reporte; la especie 
animal involucrada y, si es posible, el número aproximado de animales 
afectados; la existencia de condiciones que sugieren riesgo inminente para la 
vida o integridad del animal, tales como lesiones visibles, sangrado, inmovilidad, 
exposición a condiciones extremas, privación prolongada de alimento o agua, o 
presencia de violencia activa contra el animal; la identificación del presunto 
responsable, si el reportante la conoce; y cualquier soporte documental, 
fotográfico, audiovisual o testimonial que el ciudadano desee aportar.
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La ausencia de alguno de estos datos no impide la recepción ni el trámite del 
reporte. El servidor público deberá registrar toda la información que el ciudadano 
pueda proporcionar y proceder con la clasificación preliminar del riesgo con base 
en los elementos disponibles.

1.4 Orientación inicial al ciudadano y gestión de consultas 
Una vez recibido el reporte y realizada la clasificación preliminar del riesgo, el 
servidor público brindará orientación básica al ciudadano sobre la gestión inicial 
del caso, las autoridades competentes y los canales institucionales disponibles 
para atención o denuncia.

Durante la operación del canal podrán recibirse comunicaciones relacionadas con 
animales que no constituyan reportes por presunto maltrato animal ni requieran 
activación de la Ruta. En estos casos, el servidor público deberá brindar 
orientación básica e indicar, cuando resulte procedente, los canales o 
autoridades competentes para su atención.

No obstante, cuando durante la interacción se identifiquen indicios compatibles 
con presunto maltrato animal, negligencia o riesgo para el bienestar animal, la 
comunicación deberá ser reclasificada y gestionada conforme a los 
procedimientos previstos en la presente Ruta.

La orientación brindada no constituye decisión administrativa de fondo ni 
reemplaza las actuaciones de las autoridades competentes.

COMPONENTE II ANÁLISIS Y CLASIFICACIÓN DEL CASO
2.1 Clasificación Preliminar del riesgo y priorización
Cuando los hechos reportados corresponden a presuntas conductas de maltrato 
animal que no impliquen, en principio, la muerte del animal o lesiones graves a 
su salud o integridad física, el caso podrá ser puesto en conocimiento de las 
Inspecciones de Convivencia y Paz, la Policía Nacional o las autoridades 
territoriales competentes, para la activación de las actuaciones preventivas, 
policivas o administrativas a que haya lugar, conforme a sus competencias 
legales.

Cuando a través de dichos canales se tenga conocimiento de hechos que 
presuntamente puedan constituir conductas punibles relacionadas con la muerte 
del animal o con lesiones que menoscaben gravemente su salud o integridad 
física, las autoridades competentes deberán poner los hechos en conocimiento 
de la Fiscalía General de la Nación, de conformidad con lo previsto en los 
artículos 339A y 339C del Código Penal y demás normas aplicables, allegando 

de ser posible los elementos materiales probatorios, evidencia física o 
información técnicamente relevante disponible.

La clasificación inicial del caso podrá realizarse con base en la información 
reportada, los hallazgos preliminares y los criterios operativos establecidos en la 
presente Ruta. Tendrá carácter orientador y podrá modificarse posteriormente 
conforme a la verificación técnica y a los hallazgos clínicos, etológicos, 
ambientales o probatorios obtenidos durante la atención.

Para la clasificación deberán considerarse criterios como riesgo vital, 
sufrimiento, tipo de menoscabo, negligencia, alteraciones comportamentales o 
del bienestar animal, condiciones inadecuadas de manejo o alojamiento, número 
de animales involucrados, posible reincidencia, violencia activa y riesgos para 
otros animales o para la comunidad.

La clasificación no reemplaza la valoración técnica, clínica, etológica, policiva o 
judicial correspondiente, ni constituye por sí misma una decisión definitiva sobre 
la existencia de maltrato animal o responsabilidad jurídica. La determinación del 
tipo y grado de menoscabo deberá sustentarse en la valoración realizada por 
profesionales en Medicina Veterinaria o Medicina Veterinaria y Zootecnia con 
matrícula profesional vigente, conforme a las competencias legalmente 
atribuidas. Cuando la naturaleza del caso lo requiera, podrán incorporarse 
conceptos técnicos de otras disciplinas como insumos complementarios, sin que 
estos sustituyan la valoración clínica ni la determinación del menoscabo a la 
salud o integridad del animal, propias por ley del ámbito profesional veterinario.

La clasificación tendrá carácter dinámico y podrá modificarse conforme a la 
evolución del caso y al nivel de riesgo identificado. Cuando se identifiquen 
situaciones de violencia interrelacionada, acumulación animal o vulnerabilidad 
social, podrán activarse mecanismos de articulación interinstitucional.

Las actuaciones relacionadas con evidencia física, cadena de custodia y las 
valoraciones técnicas y forenses deberán desarrollarse conforme a los 
lineamientos técnicos complementarios de la presente Ruta.

Cuando la situación reportada requiera intervención concurrente de varias 
autoridades, deberán activarse los mecanismos básicos de articulación 
institucional necesarios para la atención, verificación, protección o remisión del 
caso.

La articulación inicial podrá involucrar, entre otras, a autoridades policivas, 
administrativas, ambientales, sanitarias, judiciales o territoriales, conforme a las 
características del caso y a la normativa vigente.

Cuando la entidad territorial reciba dos o más reportes que describan hechos 
coincidentes en localización, especie animal y circunstancias, el servidor público 
deberá verificar si se trata del mismo caso y, de ser así, registrar los reportes 
adicionales como complementarios del reporte original, enriqueciendo la 
información disponible sin duplicar actuaciones de activación. Cada reporte 
complementario deberá quedar documentado individualmente para efectos de 
trazabilidad, pero su gestión operativa se consolidará en un único expediente o 
registro de caso.

Nivel 1: Atención inmediata
Naturaleza: Riesgo vital o flagrancia, con necesidad urgente de intervención 
institucional.

Corresponde a aquellas situaciones en las que existen indicios objetivos de 
riesgo inminente para la vida o la integridad del animal, o en las que se identifica 
la ocurrencia actual de una conducta constitutiva de maltrato animal. Se 
comprenden en este nivel, entre otros, los eventos de violencia activa en curso, 
lesiones de alta gravedad, imposibilidad de locomoción, deshidratación o 
desnutrición extrema, abandono en condiciones críticas, exposición a 
temperaturas u otras condiciones ambientales extremas, confinamiento 
incompatible con la satisfacción de necesidades fisiológicas y comportamentales 
básicas, acumulación crítica de animales, así como cualquier otra condición de 
alojamiento, manejo o entorno que comprometa de manera directa e inmediata 
la vida o integridad del animal, o que evidencie signos manifiestos de sufrimiento 
intenso o irreversible.

La clasificación en este nivel exige la activación inmediata de la respuesta 
institucional, en atención a que la demora en la intervención puede incrementar 
el riesgo de muerte, dolor intenso, sufrimiento irreversible o pérdida funcional 
significativa. La actuación se orientará prioritariamente a detener la fuente del 
daño, asegurar la escena cuando corresponda, garantizar la atención inicial del 
animal, activar el apoyo médico veterinario requerido y adoptar las medidas 
urgentes de protección procedentes conforme a la normativa vigente, entre ellas 
las contempladas en los artículos 46A y 51 de la Ley 84 de 1989 y en el numeral 
7 del artículo 163 de la Ley 1801 de 2016.

En estos eventos, y en particular cuando concurra flagrancia, riesgo para los 
intervinientes, o cuando resulte necesario el ingreso a inmueble en los términos 

legalmente previstos para la protección del animal, la actuación deberá contar 
con la intervención inmediata de la Policía Nacional, en ejercicio de las 
competencias que le atribuyen los artículos precitados y sin perjuicio de las 
demás actuaciones policivas procedentes. La atención técnica del caso 
corresponderá a la dependencia municipal o distrital encargada de las funciones 
de protección y bienestar animal o a quien haga sus veces, con el concurso 
obligatorio de profesionales en Medicina Veterinaria o Medicina Veterinaria y 
Zootecnia con matrícula profesional vigente, a quienes, en el marco de la Ley, 
corresponde la valoración clínica del animal, la determinación del menoscabo a 
su salud o integridad física y la orientación de las medidas de atención 
veterinaria requeridas para preservar su vida y bienestar.

Cuando los hechos puedan constituir una conducta punible, en particular por 
muerte del animal, lesiones que menoscaben gravemente su salud o integridad 
física, o actos de sevicia, el caso deberá ser puesto en conocimiento de la Fiscalía 
General de la Nación, allegando los elementos materiales probatorios, la 
evidencia física y la información técnica disponible, conforme a la normativa 
procesal aplicable.

Consideración específica en materia de animales silvestres. Tratándose de 
animales silvestres respecto de los cuales se identifique tenencia, posesión, 
cautiverio, movilización o aprovechamiento no autorizados conforme al régimen 
jurídico aplicable, la clasificación del caso como Nivel 1 y la activación inmediata 
de la autoridad ambiental competente procederá con independencia de la 
existencia de lesiones visibles o de compromiso clínico aparente en el animal. 
Ello en atención a que la sola permanencia del espécimen en condiciones de 
tenencia o cautiverio no autorizados comporta afectaciones progresivas, y en 
muchos casos irreversibles, sobre su comportamiento, condición fisiológica, 
integridad biológica, aptitud para la rehabilitación y posibilidades de 
reincorporación al medio natural.

Nivel 2: Atención prioritaria 
Naturaleza: Riesgo relevante o afectación significativa al bienestar animal.
Comprende aquellos casos en los que se identifiquen situaciones que puedan constituir 
o generar un riesgo relevante para la salud, la integridad física, el estado mental o el 
bienestar del animal, sin que exista, en principio, una amenaza inmediata para su vida 
al momento del reporte, pero en los que la afectación pueda agravarse de manera 
progresiva o irreversible si no se realiza una intervención oportuna. Podrán clasificarse 
en este nivel, entre otras, las situaciones asociadas a la privación reiterada de recursos, 
condiciones inadecuadas de alojamiento o manejo, acceso insuficiente a agua o 
alimento, confinamiento prolongado, privación de la expresión de comportamientos 
naturales, restricciones severas de movilidad, lesiones no estabilizadas o no atendidas, 
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indicios de acumulación de animales, así como condiciones que puedan representar 
riesgo sanitario, zoonótico, ambiental o comunitario asociado a la tenencia, manejo o 
alojamiento del animal.

Estos casos deberán ser atendidos de manera prioritaria mediante visitas de verificación 
adelantadas por la dependencia municipal o distrital responsable de las funciones de 
protección y bienestar animal, o quien haga sus veces, con el concurso de profesionales 
en Medicina Veterinaria o Medicina Veterinaria y Zootecnia con matrícula profesional 
vigente, a quienes corresponderá, en el marco de la Ley, la valoración clínica y etológica 
del animal y la orientación técnica de las medidas de atención y protección procedentes. 
El acompañamiento de la Policía Nacional deberá activarse cuando resulte necesario 
garantizar la seguridad del equipo interviniente, facilitar el acceso al lugar, prevenir 
obstrucciones a la diligencia o permitir la adopción efectiva de las medidas de protección 
a favor del animal.

La verificación en campo evaluará de manera integral las condiciones del animal y de su 
entorno, considerando, entre otros elementos, el estado corporal e hídrico, el acceso a 
alimento, las condiciones de alojamiento, higiene, ventilación y protección climática, la 
densidad y la interacción social cuando corresponda, la movilidad y el comportamiento 
observable, así como los signos clínicos de dolor, enfermedad o estrés y demás 
indicadores compatibles con afectación del bienestar animal. Con base en esta 
valoración, la autoridad interviniente adoptará las acciones de verificación, seguimiento, 
orientación técnica o medidas de protección que resulten procedentes, conforme a las 
características del caso y a las capacidades institucionales disponibles.

Cuando durante la verificación o el seguimiento se evidencie agravamiento de la 
situación, riesgo inminente para la vida o integridad del animal, o signos de sufrimiento 
intenso, el caso deberá reclasificarse como Nivel 1 para efectos de priorización operativa, 
activándose de inmediato las medidas y actuaciones correspondientes a dicho nivel.

Nivel 3: Seguimiento preventivo

Naturaleza: Situaciones de afectación leve, subsanables o de bajo riesgo.

Comprende aquellas situaciones que, sin evidenciar riesgo inminente ni afectaciones 
graves para el animal, requieren orientación institucional, verificación técnica 
programada, acciones pedagógicas, compromisos de mejora o seguimiento 
administrativo, con el propósito de prevenir el deterioro de las condiciones de bienestar 
animal y evitar la progresión hacia escenarios de mayor gravedad. Podrán clasificarse 
en este nivel, entre otras, las situaciones asociadas a tenencia inadecuada no grave, 
deficiencias subsanables de manejo, ausencia de rutinas adecuadas de cuidado sin 
evidencia de daño, condiciones ambientales susceptibles de mejora, falta de 
conocimiento sobre tenencia responsable, conflictos de convivencia vecinal relacionados 
con animales, requerimientos de educación ciudadana y, en general, aquellos eventos 
en los que no se identifican indicios de daño ni de privación relevante de recursos, y 

cuya corrección resulta viable mediante intervención temprana, orientación técnica y 
seguimiento institucional.

Este nivel cumple una función preventiva de primer orden dentro de la Ruta Nacional, 
en la medida en que permite intervenir de manera oportuna sobre condiciones 
incipientes de manejo, alojamiento o cuidado antes de que estas evolucionen hacia 
escenarios de omisión sostenida de los deberes de cuidado, sufrimiento sostenido o 
afectaciones relevantes al bienestar animal susceptibles de ser tipificadas en los Niveles 
1 o 2. Su adecuada implementación contribuye, además, a fortalecer la 
corresponsabilidad ciudadana en la tenencia y cuidado de los animales y a consolidar 
una cultura de bienestar animal ajustada al marco constitucional y legal vigente.

Las actuaciones correspondientes a este nivel se desarrollarán por la dependencia 
municipal o distrital responsable de las funciones de protección y bienestar animal, o 
quien haga sus veces, mediante visitas programadas, acciones de orientación, 
seguimiento preventivo, recomendaciones técnicas, formulación de compromisos de 
mejora o remisión a los programas institucionales disponibles en materia de tenencia 
responsable, educación ciudadana o convivencia, conforme a las competencias y 
capacidades operativas de las autoridades territoriales. Cuando las condiciones del caso 
lo permitan, se privilegiarán estrategias pedagógicas y de acompañamiento técnico 
orientadas a la corrección voluntaria de las conductas identificadas, sin perjuicio de la 
adopción de las medidas policivas o administrativas procedentes cuando la situación así 
lo requiera.

Cuando durante el seguimiento o la verificación se identifique agravamiento de las 
condiciones del animal o del entorno, aparición de indicios de daño relevante, privación 
sostenida de recursos básicos o deterioro progresivo del bienestar animal, el caso deberá 
reclasificarse, según corresponda, para efectos de priorización operativa y activación de 
las medidas institucionales pertinentes.

Niveles de priorización y respuesta institucional en casos de maltrato y bienestar 
animal

Nota. Elaboración propia con base en Ley 84 de 1989 (arts. 46A y 51), Ley 1801 de 2016 (art. 163, num. 7) y los lineamientos 
de la Ruta Nacional de Atención en bienestar animal. Diagrama elaborado con asistencia de Claude (Anthropic, 2026).

Orientaciones para la aplicación de los niveles de atención. La clasificación en los niveles 1, 2 y 3 
constituye el sistema general de priorización aplicable a los casos conocidos en el marco de la Ruta. 
Los criterios previstos para situaciones o grupos de animales específicos tienen carácter 
complementario y orientan la aplicación de dicha clasificación atendiendo a las particularidades del 

caso, sin constituir niveles de atención independientes. En caso de concurrencia de criterios 
correspondientes a distintos niveles, se asignará el nivel de mayor prioridad identificado.

2.2 Reportes relacionados con transporte, movilización y manejo animal
Los reportes o denuncias también podrán presentarse cuando existan indicios 
de situaciones que puedan afectar el bienestar animal durante actividades de 
transporte, movilización o manejo, de acuerdo con las condiciones establecidas 
por el Ministerio de Transporte y la autoridad sanitaria en la Resolución 
20223040006915 de 2022 “Por la cual se adopta el Manual de Procedimientos 
para el transporte, manejo y movilización de animales en Pie y se dictan otras 
disposiciones”, o la norma que la modifique o sustituya, tales como condiciones 
inadecuadas de espacio, ventilación, alimentación, hidratación, trato o cualquier 
otra circunstancia que pueda generar sufrimiento, estrés o daño al animal.

De igual forma, cuando durante actividades de inspección, vigilancia y control 
las autoridades competentes identifiquen posibles incumplimientos a las 
condiciones de bienestar animal aplicables al transporte, movilización o manejo 
de animales, deberán adelantar o activar las actuaciones que correspondan 
dentro del ámbito de sus competencias legales.

2.3 Reportes relacionados con animales silvestres
Cuando el reporte describa situaciones que involucren animales silvestres, el 
servidor público deberá activar, además de la Policía, a la autoridad ambiental 
regional competente, conforme a las competencias establecidas en la Ley 99 de 
1993 y la normativa ambiental vigente. En estos casos, la incautación, el 
decomiso, custodia, valoración, rehabilitación y destino final del animal 
corresponderá a la autoridad ambiental, sin perjuicio de las actuaciones policivas 
o penales que puedan adelantarse de manera concurrente.

Igualmente podrán presentarse reportes relacionados con eventos de 
atropellamiento u otro tipo de coaliciones de animales silvestres en 
infraestructura vial cuando concurran indicios de intencionalidad, omisión 
consciente del deber de auxilio, abandono deliberado del animal lesionado, 
reincidencia del mismo responsable, entre otros. Los eventos de atropellamiento 
que no se encuadren en los supuestos anteriores serán canalizados por las 
autoridades ambientales competentes, los Centros de Atención y Valoración y 
reportados a las entidades del sector transporte responsables de la 
infraestructura vial, conforme a sus competencias legales.



106		 DIARIO OFICIAL
Edición 53.618

Lunes, 7 de septiembre de 2026

El reporte voluntario de un evento de atropellamiento podrá ser realizado por la 
persona directamente involucrada en el hecho o por cualquier tercero que lo 
haya presenciado. Quién reporte, detenga o procure el auxilio del animal gozará 
de presunción de buena fe y no será, por ese solo hecho, sujeto de procedimiento 
administrativo o penal por presunto maltrato animal.

Cuando los reportes se relacionen con tráfico ilegal de animales silvestres 
detectado en terminales aéreas, terrestres, fluviales, marítimas o puntos de 
control vehicular, las actuaciones se adelantarán de manera concurrente con las 
autoridades ambientales, policiales, aduaneras y judiciales competentes, 
activándose la Ruta de manera complementaria cuando las condiciones 
materiales del tráfico configuren, además, supuestos de maltrato animal en los 
términos de la normativa vigente.

2.4 Reportes relacionados con Animales de producción
Los reportes o denuncias relacionados con animales destinados a actividades 
pecuarias, productivas, de beneficio o de consumo podrán ser presentados por 
cualquier persona natural o jurídica cuando existan indicios de conductas que 
puedan constituir maltrato animal o afectaciones graves al bienestar de los 
animales. De igual forma, las actuaciones podrán originarse a partir de hallazgos 
identificados por las autoridades competentes durante visitas técnicas, 
actividades de inspección, vigilancia y control o evaluaciones de bienestar animal 
desarrolladas en el marco de sus funciones legales.

La destinación productiva del animal no excluye por sí misma la aplicación de 
las normas nacionales de protección y bienestar animal ni la evaluación de 
posibles conductas constitutivas de presunto maltrato animal. Este 
entendimiento se deriva directamente del artículo 1 de la Ley 84 de 1989, que 
extiende la especial protección contra el sufrimiento y el dolor a todo animal 
"cualquiera sea el medio físico en que se encuentre o viva"; del reconocimiento 
de los animales como seres sintientes introducido por la Ley 1774 de 2016; y 
del deber estatal reforzado por la Ley 2455 de 2025 de prevenir, atender y 
sancionar toda conducta de maltrato animal, sin distinción por especie ni por 
destinación económica.

El ordenamiento jurídico colombiano delimita con precisión cuáles prácticas 
relacionadas con animales de producción no constituyen maltrato animal ni 
activan por sí mismas la Ruta de Atención. Se encuentran expresamente 
excluidas del régimen sancionatorio, en los términos previstos por la Ley 2455 
de 2025 y las normas concordantes: las prácticas realizadas en el marco de las 
normas vigentes que tengan por objeto el cuidado, la reproducción, la cría, el 

adiestramiento y el mantenimiento de los animales; las prácticas de beneficio y 
procesamiento relacionadas con la producción de alimentos; las actividades de 
entrenamiento para competencias legalmente aceptadas; las acciones de 
salubridad pública orientadas al control de brotes epidémicos o de transmisión 
de enfermedades zoonóticas; la muerte del animal doméstico con fines de 
consumo cuando se evite el sufrimiento innecesario, conforme al parágrafo del 
artículo 5 de la Ley 2455 de 2025; que modificó el artículo 339A del Código 
Penal; y las conductas descritas en el artículo 7 de la Ley 84 de 1989. La presente 
Ruta reconoce y respeta integralmente estas exclusiones y opera bajo el 
entendido de que las actividades productivas legalmente autorizadas, ejecutadas 
conforme a los estándares técnicos sectoriales aplicables, no configuran por sí 
mismas presuntos casos de maltrato animal.

De manera que, sí constituyen prácticas de presunto maltrato animal; y, por 
tanto, activan la Ruta de Atención, aquellas conductas que, aun cuando se 
ejecuten en contextos productivos, se realicen por fuera del marco de las normas 
vigentes o de los estándares técnicos sectoriales de bienestar animal, generen 
sufrimiento evitable, causen lesiones o muerte y que no estén amparadas por 
las exclusiones legales anteriormente enunciadas, o configuren alguna de las 
conductas tipificadas en el Título XI-A del Código Penal; adicionado por la Ley 
1774 de 2016 y modificado por la Ley 2455 de 2025, o en el Estatuto Nacional 
de Protección de los Animales. La licitud del contexto productivo no otorga 
inmunidad frente a la protección animal cuando la práctica concreta se aparta 
del régimen que la habilita: la excepción legal opera únicamente respecto de la 
práctica ejecutada dentro de los parámetros normativos y técnicos que la 
autorizan.

Los estándares técnicos específicos de bienestar animal aplicables a las 
actividades productivas se encuentran regulados por el marco normativo 
sectorial expedido por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, en 
particular por el Decreto 1071 de 2015 y por las resoluciones expedidas por 
dicha cartera en desarrollo de las condiciones técnicas de bienestar animal 
propias de cada especie productiva. La presente Ruta reconoce integralmente 
ese marco sectorial, no lo sustituye, no lo modifica y no lo desplaza; su alcance 
se limita a la coordinación interinstitucional para la atención de presuntos casos 
de maltrato animal en desarrollo de los artículos 8 y 24 de la Ley 2455 de 2025.

Cuando la Ruta se active en el contexto de actividades pecuarias, productivas o 
de consumo, la actuación se desarrollará en articulación con el Instituto 

Colombiano Agropecuario y las demás autoridades competentes del sector 
agropecuario, sanitario, ambiental y de transporte, conforme a sus respectivas 
competencias legales. La presente Ruta no crea competencias sancionatorias 
adicionales a las previstas en la ley, no altera la distribución legal de 
competencias en materia de inspección, vigilancia y control sanitario, de 
inocuidad ni de sanidad animal, y no modifica los estándares técnicos específicos 
de bienestar animal productivo definidos por el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural.

2.5 Reportes que involucran riesgos para personas 
Cuando el reporte de presunto maltrato animal describa simultáneamente 
situaciones que involucren riesgo para personas; tales como violencia 
intrafamiliar, riesgo para niños, niñas o adolescentes, presencia de armas, 
amenazas, o condiciones sanitarias que comprometan la salud pública, el 
servidor público deberá activar de manera simultánea los canales 
correspondientes para la atención de las personas en riesgo, conforme a las 
rutas de atención en violencias, los protocolos de protección de la infancia y 
adolescencia, los mecanismos de salud pública o las instancias de seguridad que 
correspondan, sin que la atención de una situación excluya la atención de la otra. 
Esta activación dual responde al enfoque de Un Bienestar (One Welfare) que 
orienta la Ruta Nacional y al reconocimiento de la interrelación entre las 
diferentes formas de violencia.

2.6 Reportes por presunto abandono animal
El abandono animal presenta particularidades operativas que justifican un 
tratamiento diferenciado dentro de la gestión inicial del canal de recepción. A 
diferencia de otros tipos de maltrato, en los cuales el reporte suele describir una 
acción violenta activa o una omisión deliberada por parte de un responsable 
identificable, el reporte por presunto abandono frecuentemente describe una 
situación de resultado; un animal en vía pública, en un predio aparentemente 
desocupado, en un espacio público o en condiciones de desamparo, sin que el 
ciudadano reportante pueda proporcionar información sobre el responsable, las 
circunstancias del abandono o el tiempo transcurrido desde que el animal fue 
dejado en dicha condición.
Cuando el reporte corresponda a presunto abandono animal, la clasificación 
preliminar del riesgo conforme a los tres niveles de la Ruta Nacional se orientará 
por los siguientes criterios:

Ilustración 2 Clasificación de la emergencia en casos de abandono

Nivel Condición del abandono Acción operativa desde el 
canal

Nivel 1 Atención 
inmediata

Animal herido, cachorro neonato 
sin madre, hembra con crías 
lactantes en condición de 
desamparo, múltiples animales 
en estado crítico, exposición a 
condiciones ambientales 
extremas (calor intenso, frío 
extremo, inundación, tráfico 
vehicular) o cualquier 
circunstancia que comprometa 
de manera inminente la vida del 
animal.

Activación inmediata de la 
Policía Nacional. Articulación 
con profesional médico 
veterinario o entidad con 
capacidad de atención clínica 
de urgencias. Posible 
acompañamiento policial 
para el rescate. Registro 
posterior a la activación.

Nivel 2 Atención 
prioritaria

Animal sin heridas agudas pero 
con signos de deterioro 
progresivo (extrema delgadez, 
deshidratación visible, pelaje 
gravemente deteriorado, 
letargia), tiempo prolongado de 
abandono, encierro en predio sin 
acceso a agua o alimento, o 
condiciones que evidencian 
sufrimiento sostenido sin riesgo 
vital inmediato.

Verificación en campo dentro 
del mismo día hábil. 
Articulación con la autoridad 
de bienestar animal o la 
Inspección de Convivencia y 
Paz. Posible retención 
preventiva o aprehensión 
material del animal. Registro 
completo y remisión 
institucional.

Nivel 3 
Seguimiento 
preventivo

Animal aparentemente estable, 
deambulando libremente sin 
signos agudos de deterioro, sin 
responsable identificable, en 
condiciones que no 
comprometen de manera 
inmediata ni progresiva su vida o 
integridad física.

Registro del reporte. Remisión a la 
dependencia o autoridad 
territorial competente para la 
gestión de animales en vía 
pública, conforme a los 
instrumentos, programas o 
protocolos que se hayan adoptado 
en cada entidad territorial. En 
ausencia de instrumentos 
específicos, la actuación se 
canalizará a través de las 
dependencias territoriales con 
funciones en materia de 
protección y bienestar animal, 
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salud pública o convivencia, 
según corresponda. Orientación al 
ciudadano sobre canales 
complementarios y posibilidad de 
denuncia ante la Inspección de 
Convivencia y Paz.

La tabla anterior constituye una herramienta orientadora para la clasificación 
preliminar del riesgo en escenarios de abandono y no sustituye la valoración 
técnica, clínica o etológica que deberá realizarse durante la verificación en campo 
por parte de las autoridades competentes y los profesionales intervinientes. El 
servidor público que reciba el reporte deberá aplicar los criterios descritos con 
base en la información proporcionada por el ciudadano reportante y, ante la 
duda, asignar el nivel de mayor gravedad entre las opciones plausibles, 
conforme al principio de precaución a favor del bienestar del animal.

2.7 Registro y trazabilidad del reporte 

Todo reporte deberá ser registrado por la entidad territorial, con independencia 
del canal o modalidad a través del cual haya sido conocido, así como de la calidad 
de quien lo formule o comunique, ya sea un ciudadano, servidor público, 
autoridad o entidad. El registro deberá realizarse igualmente cuando el 
conocimiento de los hechos derive de una actuación oficiosa o de un hallazgo 
efectuado por un ciudadano en ejercicio de sus funciones públicas. El registro 
constituye el soporte documental mínimo que permite acreditar la recepción del 
caso, garantizar su trazabilidad, orientar la activación institucional 
correspondiente y verificar el cumplimiento de los deberes de atención por parte 
de la entidad territorial.

El registro deberá contener, como mínimo, la fecha y hora de recepción del 
reporte; el canal a través del cual fue recibido; la identificación del servidor 
público u operador responsable de la atención inicial; la identificación del 
reportante cuando este haya accedido a proporcionar o la constancia de 
anonimato cuando corresponda; la localización del hecho reportado con el mayor 
nivel de detalle disponible; el tipo de lugar donde ocurre la situación; la 
descripción de los hechos reportados; la especie y el número aproximado de 
animales involucrados; la ocurrencia temporal de la situación cuando esta pueda 

establecerse; la identificación preliminar de posibles condiciones de riesgo para 
el animal, para personas o para otros animales; la información disponible sobre 
el presunto responsable; la evidencia o soportes aportados por el ciudadano; la 
clasificación preliminar del nivel de gravedad asignado; y la actuación 
institucional realizada, incluyendo la autoridad o entidad a la que se remitió o 
notificó el caso, el medio utilizado para dicha activación y la hora de la remisión 
cuando corresponda.
Tabla 2 Formato orientador de registro de caso

Campo Descripción / Contenido mínimo

Identificación del caso Número de caso (consecutivo territorial), fecha y hora de 
recepción, canal de recepción, entidad receptora.

Datos del 
reporte/denuncia

Identidad del denunciante (con protección de identidad 
cuando corresponda), tipo (público/anónimo), medios de 
soporte aportados.

Localización del hecho Departamento, municipio, dirección, georreferenciación 
cuando sea posible, tipo de entorno (urbano, rural, 
transporte).

Animales involucrados Especie, número aproximado, sexo, edad estimada, 
identificación (microchip, marca, descripción), condición 
corporal observada.

Descripción de los hechos Relato sintético de la situación, indicadores de menoscabo 
físico, emocional o funcional, posible mecanismo del daño.

Clasificación inicial Nivel asignado (N1, N2, N3), justificación técnica, presencia 
de indicios de delito.

Responsable identificado Datos del propietario, poseedor, tenedor o cuidador (cuando 
proceda); relación con el animal.

Actuaciones realizadas Visita, acta, valoraciones (clínica, etológica, psicosocial), 
dictamen pericial, registros audiovisuales, cadena de custodia.

Medidas adoptadas Aprehensión material preventiva, traslado, custodia, 
devolución condicionada, prohibición de tenencia, remisión, 
eutanasia humanitaria.

Articulación intersectorial Remisiones a salud, salud mental, protección social, 
comisarías de familia, Fiscalía; fundamento y resultado.

Estado del caso En curso, remitido, decidido en sede policial, decidido en sede 
penal, cerrado; observaciones de seguimiento.

Reincidencia Si el responsable, predio o lugar registra antecedentes; cruce 
con el Registro Nacional Medidas Correctivas (RNMC) cuando 
corresponda.

Soportes documentales Listado de documentos anexos (actas, dictámenes, fotos, 
registros), con identificación y fecha.

Responsable institucional Nombre, cargo y firma del funcionario que diligencia el 
formato; fecha de actualización.

COMPONENTE III Verificación técnica e intervención institucional

3.1 Verificación inicial del caso
La verificación técnica y la intervención institucional comprenden las actuaciones 
orientadas a identificar, documentar y atender presuntas situaciones de maltrato 
animal o condiciones que comprometan la vida, la integridad física, el estado 
mental o el bienestar de los animales. así como adoptar las medidas de 
protección que correspondan. Las medidas mínimas de protección 
comprenderán, entre otras, la detención de la fuente de daño, la garantía de 
atención veterinaria inicial cuando resulte procedente, la provisión de 
condiciones básicas de agua, alimento, abrigo y contención adecuada, la 
protección frente a factores ambientales de riesgo y la articulación institucional 
para la continuidad de la atención del caso. La adopción de medidas específicas 
habilitadas legalmente, incluidas la aprehensión material preventiva y el ingreso 
a inmueble sin orden escrita, procederá únicamente en los escenarios en que 
concurran los presupuestos legales que las habilitan.

Las actuaciones deberán desarrollarse bajo criterios de coordinación, 
proporcionalidad, oportunidad, bienestar animal y articulación institucional, 
conforme a la normativa vigente2.

Las actuaciones desarrolladas en el marco de este componente podrán incluir, 
entre otras, la activación institucional, la verificación en campo, el levantamiento 

2 Como la Ley 84 de 1989, la Ley 1774 de 2016, la Ley 1801 de 2016, la Ley 2455 de 2025 y las demás normas 
aplicables.

y registro de información, las valoraciones técnicas y etológicas, la adopción de 
medidas de protección, la articulación interinstitucional, el traslado y custodia 
de animales, la preservación de elementos materiales probatorios y evidencia 
física, así como el inicio de las actuaciones administrativas, policivas o penales 
a que haya lugar, siempre por las autoridades competentes y conforme a la 
normativa vigente.

Este componente tiene por finalidad facilitar una respuesta institucional 
articulada y técnicamente sustentada, orientada a verificar las condiciones 
reportadas, proteger al animal, prevenir la continuidad del daño y adoptar las 
medidas administrativas, policivas o judiciales que correspondan conforme a la 
naturaleza del caso.

3.2 Verificación en campo
La verificación en campo comprende las actuaciones orientadas a constatar las 
condiciones reportadas, identificar riesgos para el animal y recopilar información 
relevante para la adopción de medidas de protección o actuaciones 
administrativas, policivas o judiciales a que haya lugar.

Las diligencias deberán desarrollarse bajo criterios de seguridad, 
proporcionalidad, bienestar animal, coordinación interinstitucional y respeto por 
las competencias de las autoridades intervinientes, procurando en todo 
momento evitar el agravamiento del sufrimiento, la alteración innecesaria del 
entorno o la pérdida de información relevante para la atención del caso.

La verificación podrá realizarse en espacios públicos o privados, establecimientos 
comerciales, predios urbanos o rurales, vehículos de transporte, sistemas de 
producción animal, centros de alojamiento, lugares de comercialización o 
cualquier otro sitio donde existan indicios de afectación al bienestar animal, 
conforme a las competencias y procedimientos legalmente aplicables.

3.2.1 Activación de la diligencia
La diligencia de verificación se desarrollará conforme a la naturaleza de los 
hechos reportados, el nivel de priorización asignado al caso y las competencias 
de las autoridades intervinientes.

La activación podrá originarse a partir de denuncias, reportes ciudadanos, 
noticias criminales, actuaciones oficiosas, requerimientos interinstitucionales o 
cualquier otro mecanismo formal de conocimiento de presuntas situaciones de 
maltrato animal.

La autoridad o entidad que active la diligencia deberá registrar la información 
básica necesaria para la trazabilidad de la actuación y la articulación institucional 
correspondiente.
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3.2.2 Ingreso, seguridad y condiciones de intervención
Las actuaciones de verificación deberán desarrollarse procurando condiciones 
adecuadas de seguridad para los intervinientes, la comunidad y los animales 
involucrados.

Cuando existan riesgos para la integridad de los funcionarios, posibles 
escenarios de violencia, alteraciones del orden público o cualquier circunstancia 
que comprometa la seguridad de la diligencia, podrá solicitarse el 
acompañamiento de la Policía Nacional o de las autoridades competentes 
conforme a la naturaleza del caso.

Las actuaciones deberán desarrollarse utilizando elementos de protección 
personal, protocolos de bioseguridad y mecanismos de manejo seguro 
compatibles con la especie involucrada, el contexto sanitario y las condiciones 
particulares de la intervención.

Durante la diligencia deberán evitarse actuaciones que generen sufrimiento 
innecesario, manipulación inadecuada, exposición prolongada a factores 
estresantes, uso desproporcionado de la fuerza o agravamiento de condiciones 
clínicas preexistentes.

3.2.3 Verificación preliminar del animal y del entorno
La verificación preliminar deberá orientarse a identificar de manera objetiva las 
condiciones físicas, sanitarias, comportamentales y ambientales del animal, así 
como los factores del entorno que puedan comprometer su bienestar, integridad 
o permanencia en condiciones adecuadas.

Durante la diligencia se deberá evaluar, entre otros aspectos, el estado corporal 
del animal, acceso a agua y alimento, condiciones de alojamiento, higiene, 
ventilación, protección climática, densidad, movilidad, interacción social, 
presencia de lesiones, signos clínicos compatibles con dolor, enfermedad, estrés 
o sufrimiento, comportamiento observable y cualquier otra condición relevante 
para la valoración inicial del bienestar animal. Asimismo, deberán identificarse 
factores de riesgo asociados al entorno.

Cuando durante la verificación se evidencian situaciones compatibles con riesgo 
vital, sufrimiento severo, flagrancia o posible relevancia penal, las autoridades 
deberán adoptar las medidas urgentes correspondientes y activar la articulación 
institucional a que haya lugar.

3.2.4 Casos relacionados con transporte y movilización animal
Cuando los hechos reportados involucren transporte, movilización, o manejo de 
animales, la verificación deberá considerar las condiciones de bienestar animal 
asociadas a estas actividades conforme a la normativa vigente, particularmente 
la Resolución 20223040006915 de 2022 o norma que la modifique, adicione o 
sustituya del Ministerio de Transporte y demás disposiciones aplicables al 
transporte terrestre, fluvial, marítimo y aéreo de animales.

La evaluación en estos casos, deberá incluir aspectos relacionados con densidad 
de carga, ventilación, acceso a agua, tiempo de permanencia, condiciones 
térmicas, disponibilidad de espacio, condiciones de sujeción, manipulación 
durante cargue y descargue, presencia de lesiones asociadas al transporte, 
fatiga, estrés, hacinamiento y demás factores que puedan generar sufrimiento 
o afectaciones al bienestar animal.

En los casos asociados al transporte de animales, la verificación podrá realizarse 
en puntos de cargue y descargue, en vehículos en tránsito o en infraestructura 
asociada, incluyendo transporte fluvial cuando corresponda.

Cuando se trate de animales domésticos de producción las actuaciones deberán 
articularse con el Instituto Colombiano Agropecuario, las autoridades 
ambientales y las demás autoridades competentes del sector agropecuario, 
sanitario o de transporte, sin perjuicio de la adopción de medidas inmediatas de 
protección cuando existan condiciones incompatibles con el bienestar animal o 
situaciones constitutivas de presunto maltrato animal. 

Cuando el caso involucre, animales silvestres, provenientes de zoocría, las 
actuaciones deberán articularse con autoridades policivas, las autoridades 
ambientales y sanitarias; sin perjuicio de las demás acciones legales a las que 
haya lugar. 

En los casos que involucren tráfico ilegal o movilización no autorizada de 
animales silvestres, deberán activarse las autoridades ambientales competentes 
conforme a la normativa ambiental vigente, así como, cuando proceda, la 
Fiscalía General de la Nación por los tipos penales previstos en los artículos 328 
y siguientes del Código Penal. Cuando las condiciones materiales del tráfico 
configuren, además, supuestos de maltrato animal en los términos de la Ley 84 
de 1989, la Ley 1774 de 2016, la Ley 2455 de 2025 y los artículos 339A o 339C 
del Código Penal, la verificación en campo deberá orientarse a la valoración 

clínica inmediata del animal, a la preservación de la cadena de custodia y a su 
remisión a Centros de Atención y Valoración.

3.2.5 Registro fotográfico, audiovisual y georreferenciación 
Durante la intervención podrán realizarse registros fotográficos, audiovisuales, 
sonoros o georreferenciados orientados a documentar las condiciones del 
animal, del entorno y de las actuaciones desarrolladas durante la diligencia.

Los registros deberán procurar calidad técnica suficiente para permitir la 
identificación objetiva de lesiones, condiciones de alojamiento, estado corporal, 
riesgos ambientales y demás hallazgos relevantes para la valoración técnica o 
probatoria del caso.

Siempre que sea posible, los registros deberán incorporar información de fecha, 
hora y ubicación, así como mecanismos que permitan mantener la trazabilidad 
de la información recolectada.

La georreferenciación y documentación audiovisual podrán emplearse para 
identificar patrones territoriales, factores de riesgo, alteraciones 
comportamentales, signos clínicos o necesidades de intervención prioritaria.

En los casos con posible relevancia penal, los registros deberán realizarse 
procurando la preservación de la autenticidad, integridad y continuidad de la 
información recolectada.

3.3 Valoración técnica del bienestar animal y determinación de la gravedad 
según el menoscabo
La valoración técnica del bienestar animal comprende actuaciones orientadas a 
evaluar de manera integral las condiciones físicas, sanitarias, 
comportamentales, ambientales y emocionales del animal, así como posibles 
afectaciones compatibles con maltrato animal o deterioro del bienestar.

Las valoraciones deberán desarrollarse mediante criterios técnicos objetivos y 
herramientas compatibles con la medicina veterinaria, la etología clínica y la 
ciencia del bienestar animal, considerando indicadores clínicos, fisiológicos, 
comportamentales y ambientales aplicables según la especie y el contexto del 
caso.

Las valoraciones técnicas realizadas en el marco de la presente Ruta podrán 
servir como soporte para actuaciones administrativas, policivas o penales, sin 
perjuicio de las actuaciones probatorias que correspondan conforme a la 
normativa vigente.

La valoración clínica veterinaria deberá ser realizada por profesionales en 
Medicina Veterinaria o Medicina Veterinaria y Zootecnia con matrícula 
profesional vigente y tendrá por finalidad identificar lesiones, enfermedades, 
alteraciones fisiológicas, signos compatibles con dolor o sufrimiento y posibles 
afectaciones a la integridad física o bienestar del animal.

Los hallazgos deberán documentarse mediante terminología médica objetiva, 
criterios anatómicos estandarizados y herramientas técnicas validadas. Cuando 
exista atención clínica previa o posterior, podrán incorporarse historias clínicas 
veterinarias, resultados diagnósticos y demás documentos relevantes para la 
valoración integral del caso.

La valoración etológica y comportamental tendrá por finalidad identificar 
alteraciones conductuales e indicadores compatibles con deterioro del bienestar 
animal asociados a dolor, miedo, ansiedad, estrés, frustración, aislamiento, 
manejo inadecuado u otras condiciones que comprometan el desarrollo de 
comportamientos compatibles con la especie.

La valoración podrá considerar el comportamiento observable del animal, su 
respuesta frente a personas y estímulos ambientales, así como la presencia de 
conductas repetitivas, evitación, agresividad, apatía, hipervigilancia, conductas 
autolesivas u otros indicadores etológicos compatibles con sufrimiento o 
deterioro del bienestar.

La determinación del menoscabo y de la gravedad de la afectación deberá 
sustentarse en criterios técnicos, clínicos, etológicos y funcionales orientados a 
establecer el impacto físico, emocional o comportamental generado sobre el 
animal y el nivel de afectación de su salud, bienestar y funcionalidad.

La clasificación del menoscabo como leve o grave deberá sustentarse en 
hallazgos objetivos y técnicamente documentados, considerando aspectos como 
severidad de las lesiones, compromiso funcional, alteraciones 
comportamentales, intensidad y duración del dolor o sufrimiento, necesidad de 
intervención clínica, existencia de secuelas y riesgo de deterioro progresivo.

Los conceptos, dictámenes o valoraciones técnicas deberán elaborarse bajo 
criterios de objetividad, trazabilidad, coherencia técnica y soporte documental 
suficiente, constituyendo un insumo especializado para la valoración integral del 
caso y la adopción de medidas administrativas, policivas o judiciales.

3.4 Articulación interinstitucional y gestión de factores de riesgo
La intervención institucional prevista en la presente Ruta se desarrollará 
mediante la participación articulada de las autoridades administrativas, 
policivas, judiciales, sanitarias, ambientales y técnicas competentes, así como 
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de los profesionales, entidades y servicios que intervienen en la prevención, 
atención, protección, investigación, valoración, custodia, seguimiento y cierre de 
los casos de presunto maltrato animal.

3.4.1. Primer respondiente institucional para la atención: La autoridad 
competente que conozca inicialmente los hechos o arribe primero al lugar, 
actuará como el primer respondiente institucional de la atención, de conformidad 
con la naturaleza del caso y sus competencias legales. En escenarios que 
requieran atención inmediata, la Policía Nacional ejercerá esta función dentro 
del marco de sus competencias.

La ausencia inicial de otras entidades no podrá limitar la adopción de medidas 
urgentes de protección cuando estas resulten necesarias para evitar riesgos para 
la vida o integridad del animal.

3.4.2 Policía Nacional: La Policía Nacional intervendrá en la atención de los 
casos de presunto maltrato animal conforme a sus competencias 
constitucionales y legales, especialmente en escenarios de urgencia, flagrancia, 
riesgo para el animal, alteración de la convivencia o necesidad de apoyo para la 
protección inmediata del animal y la seguridad de los intervinientes. En 
desarrollo de sus funciones, podrá adelantar actuaciones de verificación inicial, 
apoyar diligencias de inspección, practicar la aprehensión material preventiva de 
animales domésticos conforme a la normativa vigente, realizar la incautación de 
fauna silvestre cuando haya lugar y adoptar las medidas inmediatas que resulten 
procedentes conforme al marco legal aplicable, proteger elementos materiales 
probatorios y órdenes policivas y adelantar las actuaciones inmediatas que 
correspondan, incluida, cuando sea procedente, la captura de la persona 
presuntamente responsable conforme al marco legal aplicable.

La atención inicial de los casos no se limitará exclusivamente al personal 
especializado en protección ambiental, por lo que el integrante de la Policía 
Nacional que conozca inicialmente de la situación deberá activar la respuesta 
institucional correspondiente y comunicar oportunamente a las autoridades 
competentes.

3.4.3 Inspecciones de Convivencia y Paz: Las Inspecciones de Convivencia 
y Paz adelantarán las actuaciones policivas relacionadas con presuntos casos de 
maltrato animal conforme a las competencias y procedimientos previstos en la 
normativa vigente3. En desarrollo de sus funciones, podrán practicar pruebas, 

3 Conforme a la Ley 84 de 1989 modificada por la Ley 2455 de 2025.

ordenar visitas, adoptar medidas de protección y adelantar las demás 
actuaciones procedentes conforme al procedimiento aplicable.

Su actuación podrá desarrollarse sin perjuicio de la coordinación correspondiente 
con la Fiscalía General de la Nación cuando existan actuaciones penales en curso.

3.4.4 Fiscalía General de la Nación: La Fiscalía General de la Nación 
adelantará las actuaciones penales correspondientes cuando los hechos puedan 
corresponder a conductas constitutivas de delitos contra los animales, 
especialmente cuando los hechos sean conductas dolosas que ocasionen la 
muerte del animal o lesiones que menoscaben gravemente su salud o integridad 
física, de conformidad con el Título XI-A del Código Penal y demás normas 
aplicables.

Su intervención procede frente a los eventos de relevancia penal que le sean 
puestos en conocimiento por denuncia, noticia criminal o remisión de autoridad 
competente, junto con los elementos materiales probatorios, evidencia física e 
información técnica disponible.

3.4.5 Entidades territoriales con competencias en protección y bienestar 
animal: Las entidades territoriales con competencias en protección y bienestar 
animal realizarán actuaciones de verificación, seguimiento, valoración técnica y 
coordinación de medidas de protección y custodia, conforme a sus capacidades 
institucionales y competencias legales.

Para el desarrollo de estas actuaciones podrán apoyarse en convenios, hogares 
de paso, albergues, centros de bienestar animal, centros de atención y 
valoración (CAV) u otros mecanismos habilitados conforme a la normativa 
vigente.

3.4.6 Centros de Bienestar Animal, albergues, hogares de paso, centros 
de atención y valoración (CAV) o entidades en convenio: Son las 
infraestructuras, servicios o entidades públicas o privadas habilitadas o 
vinculadas mediante convenio, contrato o mecanismo equivalente para la 
recepción, custodia, atención clínica, rehabilitación, recuperación, manejo, 
trazabilidad y disposición temporal o definitiva de animales sometidos a medidas 
de protección, aprehensión material preventiva, decomiso, entrega voluntaria u 
otras decisiones adoptadas por la autoridad competente.

3.4.7 Profesionales en Medicina Veterinaria (MV), Medicina Veterinaria 
y Zootecnia (MVZ) y otras disciplinas técnicas

Los profesionales en Medicina Veterinaria y Medicina Veterinaria y Zootecnia 
realizarán las valoraciones clínicas requeridas para la atención del caso, 

conforme a sus competencias legales y éticas. La determinación de la existencia, 
naturaleza y gravedad del menoscabo a la salud o integridad física del animal 
corresponderá a estos profesionales.

En desarrollo de sus competencias podrán elaborar historias clínicas 
veterinarias, emitir conceptos clínicos, etológicos, forenses y dictámenes 
técnicos o probatorios, valorar el estado de salud y bienestar animal, 
documentar el dolor y el sufrimiento, y formular recomendaciones técnicas para 
la adopción de medidas de protección, tratamiento, manejo, custodia o 
seguimiento.

Los profesionales en Zootecnia, Biología y otras disciplinas pertinentes podrán 
participar en la valoración integral del caso y emitir conceptos técnicos dentro 
del ámbito de sus competencias, particularmente en aspectos relacionados con 
comportamiento, manejo, sistemas de producción, nutrición, condiciones de 
alojamiento, ecología, animales silvestres, rehabilitación u otros que resulten 
relevantes. Sus conceptos podrán constituir insumos complementarios para la 
evaluación y toma de decisiones, sin sustituir la valoración clínica ni la 
determinación del menoscabo a la salud o integridad física del animal atribuida 
a los profesionales MV o MVZ.

En los casos con relevancia penal, las actuaciones técnicas deberán propender 
por la adecuada documentación de lesiones, hallazgos clínicos, evidencia física 
y demás elementos de interés probatorio, conforme a los lineamientos de 
medicina veterinaria forense y cadena de custodia aplicables.

3.4.8 Autoridades ambientales: Las autoridades ambientales competentes 
intervendrán cuando el caso involucre animales silvestres, tráfico ilícito, tenencia 
ilegal, aprovechamiento no autorizado, afectación de especímenes silvestres, o 
cuando el hecho tenga implicaciones ambientales o de conservación. Su 
actuación comprenderá las medidas de incautación, recepción, disposición 
temporal o definitiva, remisión a centros de atención y valoración (CAV), así 
como las demás competencias que les correspondan conforme a la normativa 
ambiental vigente.

La actuación de las autoridades ambientales no excluye la activación concurrente 
de actuaciones policivas, administrativas o penales cuando existan conductas 
constitutivas de presunto maltrato animal o infracciones ambientales.

3.4.9 Secretarías de Salud y entidades de protección social: Las 
Secretarías de Salud, las entidades territoriales del sector salud y protección 
social intervendrán en los casos en que se identifiquen situaciones de 
acumulación de animales, violencias interrelacionadas, riesgo comunitario, 

afectaciones de salud pública, deterioro funcional del responsable, consumo 
problemático de sustancias, aislamiento social extremo u otras circunstancias 
psicosociales que requieran activación intersectorial. 

Su participación se orientará a la valoración, remisión, articulación, atención y 
seguimiento dentro del marco de sus competencias y de la oferta institucional 
disponible en el territorio.

3.4.10 Instituto Colombiano Agropecuario (ICA): El Instituto Colombiano 
Agropecuario intervendrá, en el marco de sus funciones de inspección, vigilancia 
y control, en los casos relacionados con animales de producción, sistemas 
pecuarios y transporte animal.

Cuando identifique posibles condiciones incompatibles con las normas de 
bienestar animal o hechos que puedan constituir presunto maltrato animal, 
pondrá la situación en conocimiento de las autoridades competentes conforme a 
la normativa vigente.

3.4.11 Profesionales de las áreas humanas y sociales: Los profesionales 
en psicología, trabajo social, sociología u otras disciplinas afines podrán 
intervenir, conforme a sus competencias, en la identificación y análisis de 
factores psicosociales asociados al caso, incluyendo situaciones de violencia 
intrafamiliar o interpersonal, acumulación de animales, aislamiento social, 
vulnerabilidad social, deterioro funcional del responsable, consumo problemático 
de sustancias, riesgo comunitario u otras circunstancias humanas relevantes 
para la valoración integral del caso y la activación de rutas complementarias de 
atención.

Su participación podrá orientarse a la valoración, remisión, articulación 
interinstitucional, acompañamiento psicosocial y seguimiento de las situaciones 
identificadas, conforme a la oferta institucional disponible en el territorio.

3.4.12 Casas de Justicia y centros de convivencia ciudadana: Las Casas 
de Justicia y los centros de convivencia ciudadana podrán apoyar procesos de 
orientación, recepción inicial de casos, remisión interinstitucional, articulación 
con comisarías de familia y servicios psicosociales, así como la facilitación del 
acceso a la oferta institucional, especialmente cuando los casos de maltrato 
animal se encuentren asociados a conflictividad familiar, comunitaria o 
situaciones de vulnerabilidad social. 

3.4.13. Fuerzas Militares y Policía Nacional: En escenarios relacionados con 
el conflicto armado: En los casos en que se identifiquen animales cuyas vidas o 
integridad física se encuentren afectadas por causas atribuibles al conflicto 
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armado, las Fuerzas Militares y la Policía Nacional en el marco del principio de 
colaboración armónica previsto en el artículo 113 de la Constitución Política,
podrán brindar apoyo logístico, de seguridad y de articulación territorial, 
conforme a sus competencias constitucionales y legales, en zonas de difícil 
acceso o con condiciones especiales de riesgo, con las entidades nacionales y 
territoriales competentes para la atención y protección de los animales 
involucrados, conforme a lo dispuesto en el parágrafo 3 del artículo 24 de la Ley 
2455 de 2025. La articulación institucional podrá orientarse al apoyo en 
condiciones de seguridad, acceso territorial, identificación de riesgos y 
acompañamiento operativo requerido para la atención de los casos, conforme a 
las competencias legales de las entidades intervinientes.

3.5 Articulación interinstitucional y gestión de factores de riesgos 
asociados
Durante la atención de los casos deberán identificarse factores de riesgo que 
comprometan el bienestar animal o generen riesgos para personas, otros 
animales, la salud pública, la convivencia o el entorno.

La evaluación podrá considerar, entre otros aspectos, condiciones de 
negligencia, abandono, hacinamiento, acumulación de animales, riesgos 
sanitarios o zoonóticos, violencia interrelacionada, vulnerabilidad social, posible 
reincidencia y la capacidad del responsable para garantizar condiciones 
compatibles con las necesidades biológicas y etológicas del animal.

Cuando se identifiquen circunstancias que requieran competencias concurrentes 
de otras entidades, las autoridades intervinientes deberán promover 
mecanismos de articulación o remisión institucional con las autoridades 
competentes, conforme al marco normativo aplicable.

La articulación interinstitucional tendrá carácter transversal dentro de la Ruta y 
buscará facilitar la coordinación de actuaciones, el intercambio oportuno de 
información y la adopción de medidas integrales de atención, seguimiento y 
protección, conforme a los principios de coordinación, concurrencia y enfoque de 
Un Solo Bienestar (One Welfare).

Las actuaciones de articulación deberán procurar continuidad en la atención, 
intercambio oportuno de información y seguimiento de las medidas adoptadas, 
evitando vacíos de intervención o retrasos injustificados en la protección del 
animal.

La activación de mecanismos de articulación institucional no exime a las 
autoridades inicialmente intervinientes de las actuaciones inmediatas que 
correspondan dentro de sus competencias legales.

3.5.1 Casos de acumulación de animales
La acumulación de animales constituye un fenómeno complejo, ampliamente 
reconocido en la literatura técnica veterinaria, clínica y de salud pública, 
caracterizado por la coexistencia de un número de animales bajo el cuidado de 
una misma persona o unidad doméstica que excede la capacidad objetiva de 
atención del responsable, acompañada del deterioro de las condiciones de 
bienestar, alojamiento, manejo o sanidad de los animales involucrados y, 
con frecuencia, de la ausencia de reconocimiento por parte del responsable 
respecto de la insuficiencia del cuidado provisto. Su abordaje institucional exige 
una valoración técnica integral y una actuación coordinada con las autoridades 
competentes en materia sanitaria, social, familiar y de salud mental, en 
atención a la naturaleza interseccional del fenómeno y a las implicaciones que 
este comporta tanto para el bienestar de los animales como para las 
personas involucradas.

La valoración técnica del caso considerará, de manera integrada, 
tres dimensiones. En relación con los animales, se atenderá al número y especie 
de los individuos involucrados, sus condiciones corporales, sanitarias 
y comportamentales, la presencia de animales enfermos, lesionados o fallecidos 
y la existencia de riesgos de transmisión de enfermedades zoonóticas o de 
importancia epidemiológica. En relación con las condiciones del entorno, se 
evaluarán las características del alojamiento, la higiene, la ventilación, la 
densidad, la disponibilidad y calidad del alimento y del agua, y los 
riesgos ambientales y de salud pública asociados a la situación. En relación con 
la persona responsable, se atenderá a su capacidad funcional, operativa y 
material para asegurar el cuidado adecuado de los animales, así como a 
la posible presencia de factores psicosociales asociados, sin que la identificación 
de estos últimos sea interpretado como diagnóstico clínico alguno ni sustituya 
las competencias propias de las autoridades de salud, salud mental o protección 
social.

Cuando la valoración técnica lo evidencie necesario, la autoridad 
competente podrá promover, según las circunstancias del caso y en articulación 
con las entidades correspondientes, medidas orientadas al control poblacional, 
incluyendo el control reproductivo veterinario ejecutado conforme a los 
estándares técnicos y legales aplicables; procesos de adopción 
responsable; remisión a centros de bienestar animal, hogares de paso u otras 
entidades en convenio que dispongan de la capacidad técnica y operativa 
requerida para la recepción y cuidado de los animales; acciones dirigidas al 
mejoramiento de las condiciones de manejo, alojamiento y sanidad; 
seguimiento institucional y orientación al responsable; y articulación con las 
autoridades competentes en materia social, familiar, sanitaria o de salud 

mental, sin que dicha articulación comporte el desplazamiento, asunción o 
sustitución de las competencias legales de tales autoridades.

Las medidas que impliquen la separación de los animales de su responsable 
procederán únicamente con estricta observancia del debido 
proceso constitucional y de las garantías propias del 
procedimiento administrativo, así como de los presupuestos legales 
habilitantes previstos en la normativa vigente. La eutanasia 
únicamente resultará procedente en los términos técnicos, éticos y jurídicos 
previstos por la normativa vigente para la eutanasia humanitaria, y será 
realizada exclusivamente por profesional en Medicina Veterinaria o Medicina 
Veterinaria y Zootecnia con matrícula profesional vigente, conforme a la Ley 576 
de 2000 y a los protocolos técnicos aplicables en materia de bienestar animal.

3.5.2 Riesgo sanitario
Cuando durante la intervención se identifiquen riesgos sanitarios o situaciones 
que puedan afectar la salud pública, las autoridades competentes deberán 
promover mecanismos de articulación con las entidades del sector salud, 
ambiente o sanidad animal conforme a la naturaleza del caso.

La participación del sector salud se circunscribe a la vigilancia en salud pública, 
prevención y control de zoonosis, gestión del riesgo sanitario, condiciones 
higiénico-sanitarias y acciones de promoción y prevención.

Las actuaciones deberán desarrollarse procurando medidas básicas de 
bioseguridad, prevención del riesgo y protección de la salud pública conforme a 
la normativa vigente.

3.5.3 Violencia interrelacionada
La identificación de posibles situaciones de violencia interrelacionada deberá 
considerarse un factor relevante dentro de la valoración integral de los casos, 
en atención a la coexistencia frecuente entre violencia hacia los animales, 
violencia intrafamiliar y otras formas de vulnerabilidad social; Sin que ello, 
sustituya las competencias de las comisarías de familia, autoridades judiciales, 
entidades de protección social, autoridades de infancia y adolescencia o 
entidades del sector salud, según corresponda.

Durante la atención podrán identificarse indicadores como amenazas contra 
animales, coexistencia de violencia hacia personas y animales, negligencia 
severa, temor de los convivientes o cualquier otra circunstancia que sugiera 
riesgo para integrantes del núcleo familiar o comunitario.

Cuando se identifiquen posibles escenarios de violencia interrelacionada, las 
autoridades deberán promover mecanismos de articulación o remisión con las 
entidades competentes conforme a la naturaleza del caso.

3.6 Medidas de protección, traslado y custodia
Cuando durante la intervención se evidencie riesgo para la vida, la integridad o 
el bienestar del animal, las autoridades competentes deberán adoptar las 
medidas de protección necesarias conforme a la normativa vigente y bajo 
criterios de necesidad, proporcionalidad y protección efectiva del animal.

Las medidas de protección tendrán como finalidad prevenir la continuidad del 
daño, reducir factores de riesgo y garantizar condiciones compatibles con el 
bienestar animal durante las actuaciones de intervención, traslado, custodia y 
seguimiento.

3.6.1 Aprehensión material preventiva
Cuando exista riesgo para la vida, la integridad o el bienestar del animal, la 
Policía Nacional o las autoridades competentes podrán proceder a la aprehensión 
material preventiva de animales domésticos conforme a la normativa vigente.

La medida deberá encontrarse debidamente motivada y sustentada en la 
valoración integral del riesgo identificado, especialmente cuando existan 
condiciones compatibles con sufrimiento severo, negligencia grave, abandono, 
violencia activa, imposibilidad de garantizar atención básica, riesgo vital, 
reincidencia o cualquier otra circunstancia que comprometa de manera relevante 
el bienestar del animal.

La medida deberá desarrollarse procurando minimizar riesgos adicionales para 
el animal y garantizando condiciones compatibles con su bienestar durante la 
intervención.

Cuando el caso involucre fauna silvestre, la actuación deberá articularse con las 
autoridades ambientales competentes.

3.6.2 Entrega voluntaria y devolución con compromisos
A. Entrega voluntaria (Resolución 2064 de 2010 del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible).

La entrega voluntaria procederá en casos que involucran animales silvestres; se 
realizará ante la autoridad ambiental competente, de conformidad con el 
régimen aplicable.

La entrega voluntaria del animal no extingue, limita ni excluye las 
responsabilidades administrativas, policivas, civiles o penales que puedan 
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derivarse de los hechos objeto de intervención, las cuales deberán ser valoradas 
conforme a las competencias y procedimientos aplicables en cada caso.

B. Devolución con compromisos (literal c, articulo 11 de la Ley 2455 de 2025).

La devolución con compromisos procederá respecto de animales previamente 
aprehendidos de manera preventiva, cuando la autoridad competente verifique 
que las circunstancias que dieron lugar a la medida han sido corregidas, que se 
ha reducido el riesgo identificado y que existen condiciones que permitan 
garantizar su bienestar.

La devolución deberá estar sustentada en las pruebas y podrá sujetarse al 
cumplimiento de compromisos relacionados con los hecho que originaron la 
aprehensión, como la atención veterinaria, alojamiento, manejo sanitario, 
adecuación de infraestructura, prácticas de manejo, seguimiento u otras 
medidas pertinentes, conforme a la decisión de la autoridad competente.

Tratándose de especímenes de animales silvestres, la devolución únicamente podrá 
ser considerada cuando su tenencia, posesión o custodia se encuentre legalmente 
autorizada conforme al régimen ambiental aplicable. En consecuencia, no procederá 
la devolución cuando el espécimen sea objeto de tenencia ilegal o carezca de la 
autorización correspondiente. 

Asimismo, cuando la tenencia se encuentre legalmente autorizada, pero de la 
valoración integral del caso se determine que el animal fue víctima de maltrato y 
que, de conformidad con la gravedad de los hechos, las condiciones verificadas y la 
decisión de la autoridad competente, no resulta procedente su retorno al 
responsable, deberá adoptarse la medida definitiva que corresponda conforme al 
régimen especial para animales silvestres, incluida la Resolución 2064 de 2010 y las 
normas que la modifiquen, adicionen o sustituyan.

3.6.3 Traslado y custodia temporal
El traslado del animal en el momento inmediato de la diligencia policiva de 
aprehensión material preventiva será responsabilidad de la autoridad que la 
ejecute materialmente, esto es, la Policía Nacional o el inspector de policía 
competente, quienes dispondrán el traslado del animal al Centro de Bienestar 
Animal municipal o distrital, albergue municipal para fauna, hogar de paso 
público, fundación legalmente constituida u otra entidad receptora habilitada, 

conforme al artículo 46A de la Ley 84 de 1989, modificado por el artículo 10 de 
la Ley 2455 de 2025. Una vez asumida la custodia institucional por la entidad 
receptora, la responsabilidad operativa por el manejo, los traslados posteriores 
y la custodia del animal corresponderá a la entidad territorial competente, en 
desarrollo de las obligaciones previstas en la Ley 1801 de 2016, la Ley 2054 de 
2020 y la Ley 2499 de 2025

Cuando no exista infraestructura institucional propia, las autoridades 
territoriales deberán activar mecanismos alternativos de recepción y custodia 
que permitan garantizar condiciones mínimas de bienestar animal y continuidad 
en la atención del caso.

En eventos que involucren un número elevado de animales, escenarios de 
acumulación, emergencias, operativos complejos o situaciones que excedan la 
capacidad operativa ordinaria de la entidad territorial, deberán activarse 
mecanismos extraordinarios de articulación logística e interinstitucional para 
garantizar transporte, alojamiento, atención clínica, bioseguridad y custodia 
adecuada de los animales involucrados.

3.6.4 Bienestar animal durante captura, transporte y custodia
Las actuaciones relacionadas con captura, manipulación, traslado y custodia 
deberán desarrollarse procurando condiciones compatibles con el bienestar 
animal y minimizando riesgos adicionales para el animal durante la intervención.

Las autoridades y entidades responsables deberán procurar, conforme a la 
especie y a las condiciones del caso, acceso básico a agua, alimentación, 
ventilación, protección y condiciones adecuadas de manejo y alojamiento 
temporal.

Cuando se trate de animales lesionados o con condiciones especiales que 
requieran atención diferencial, deberán adoptarse medidas razonables 
orientadas a reducir riesgos adicionales durante la intervención, traslado o 
custodia.

3.6.5 Seguimiento y medidas complementarias
Las autoridades competentes podrán adoptar medidas complementarias 
orientadas a prevenir reincidencia, reducir factores de riesgo y garantizar 
condiciones sostenibles de protección y bienestar animal.

Las medidas podrán incluir seguimiento periódico, visitas técnicas posteriores, 
compromisos de mejora, restricción del número de animales, control 
reproductivo, remisión a programas institucionales, orientación en tenencia 
responsable, articulación con servicios psicosociales, fortalecimiento de 

condiciones de manejo o cualquier otra actuación técnicamente justificada 
conforme a la naturaleza del caso.

Cuando se identifiquen factores de vulnerabilidad social, acumulación de 
animales, violencia interrelacionada, deterioro funcional del responsable o 
situaciones que comprometan la capacidad de cuidado, las autoridades deberán 
promover mecanismos de seguimiento y articulación interinstitucional 
orientados a reducir el riesgo de reincidencia y mejorar las condiciones de 
protección animal.

Durante el tiempo que el animal permanezca bajo medidas de protección, 
deberán mantenerse registros actualizados sobre su estado clínico, 
comportamental y de bienestar, incluyendo ingresos, egresos, valoraciones 
realizadas, evolución médica o etológica, tratamientos, complicaciones, 
condiciones de alojamiento y cualquier novedad relevante asociada al caso. 
Estos registros podrán constituirse como soporte técnico y material probatorio 
dentro de las actuaciones administrativas, policivas o judiciales a que haya lugar.

3.6.6 Atención de animales en ausencia sobreviniente de responsable
Cuando un animal quede sin responsable efectivo por circunstancias 
sobrevinientes que impidan garantizar su cuidado, las autoridades territoriales 
competentes deberán adoptar las medidas necesarias para su verificación, 
protección, traslado o custodia temporal, sin que la ausencia de un titular 
claramente identificado impida la activación de la Ruta conforme a la normativa 
vigente.

En estos casos, las entidades competentes  evaluarán el estado del animal y 
adelantarán las actuaciones necesarias para garantizar su atención, incluyendo 
la identificación de familiares, convivientes, redes comunitarias o terceros 
idóneos que puedan asumir provisionalmente su cuidado, cuando ello resulte 
viable, verificable y compatible con el bienestar del animal.

Cuando no sea posible la asignación de un responsable provisional, , las 
autoridades podrán disponer medidas de custodia temporal, traslado o 
destinación final, conforme a lo establecido en la presente Ruta. En todo caso, 
las actuaciones deberán quedar debidamente registradas, garantizando la 
trazabilidad del caso y la verificación de las decisiones adoptadas.

3.6.7 Concurrencia operativa en eventos de alta carga operativa
Cuando se presenten situaciones que involucren un número significativo de 
animales o condiciones que excedan la capacidad operativa inmediata de la 
entidad territorial, las autoridades competentes podrán activar mecanismos de 
coordinación y apoyo interinstitucional orientados a garantizar la atención y 
protección de los animales involucrados.

Se considerarán eventos de alta carga operativa, entre otros, los relacionados 
con acumulación de animales, rescates masivos, decomisos, incautaciones, 
abandono colectivo, emergencias sanitarias, intervenciones en sistemas 
productivos, eventos asociados al transporte y movilización animal, operativos 
judiciales o policivos de gran escala, emergencias derivadas de desastres 
naturales o antrópicos, contextos de conflicto armado, alteraciones del orden 
público o cualquier otra situación que implique una demanda extraordinaria de 
capacidades institucionales, logísticas o técnicas.

Cuando se trate de animales de producción o eventos asociados al transporte y 
movilización animal, las actuaciones deberán articularse con el Instituto 
Colombiano Agropecuario (ICA) y las demás autoridades competentes conforme 
a la normativa vigente.

Las entidades territoriales deberán procurar la existencia de mecanismos previos 
de planeación y preparación operativa para la atención de este tipo de eventos, 
incluyendo directorios institucionales, esquemas de articulación 
interinstitucional, inventarios de capacidades disponibles, protocolos de 
contingencia, rutas de traslado, mecanismos de alojamiento temporal y 
estrategias de apoyo técnico y logístico.

La activación de mecanismos de concurrencia y articulación operativa no 
implicará, en ningún caso, la modificación automática de competencias legales 
ni la creación de obligaciones de financiación distintas de las previstas en la 
normativa vigente.

3.6.8 Actuaciones relacionadas con evidencia física y documentación 
probatoria
Cuando durante la intervención se identifiquen hechos, hallazgos, lesiones, 
condiciones del entorno o circunstancias que puedan tener relevancia penal en 
casos de presunto maltrato animal, las autoridades intervinientes podrán 
desarrollar actuaciones orientadas a la preservación, documentación y adecuada 
gestión de los elementos materiales probatorios, evidencia física e información 
técnicamente relevante, conforme a la normativa penal vigente y a los principios 
de integridad, autenticidad, continuidad, trazabilidad y conservación probatoria.

En estos casos las autoridades intervinientes deberán adoptar medidas 
orientadas a preservar las condiciones originales de la escena, del animal y de 
los elementos asociados al caso, procurando evitar alteraciones, contaminación, 
pérdida, destrucción o manipulaciones que puedan comprometer la valoración 
técnica o el uso probatorio de la información recolectada.

La recolección, embalaje, rotulado, almacenamiento, transporte, transferencia y 
disposición de los elementos materiales probatorios y evidencia física deberán 
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desarrollarse procurando mantener su integridad, autenticidad, continuidad y 
trazabilidad, conforme a los procedimientos aplicables de cadena de custodia y 
a las directrices vigentes de las autoridades competentes.

La documentación veterinaria forense comprende el conjunto de actuaciones 
clínicas, técnicas y documentales orientadas a identificar, describir, interpretar 
y sustentar hallazgos compatibles con afectaciones a la salud, integridad física 
o bienestar del animal dentro de actuaciones con posible relevancia penal.

Las valoraciones veterinarias deberán desarrollarse conforme a criterios 
compatibles con la especie, condición del animal y naturaleza del caso, 
incluyendo la descripción técnica de lesiones, alteraciones funcionales, 
indicadores de dolor, sufrimiento, estado corporal, compromiso sistémico, 
condiciones de bienestar y cualquier otro hallazgo clínicamente relevante.

Cuando resulte procedente, podrán realizarse necropsias veterinarias, toma de 
muestras biológicas, análisis complementarios, estudios toxicológicos, registros 
radiográficos, análisis histopatológicos o demás procedimientos técnicamente 
pertinentes para contribuir al esclarecimiento de los hechos y a la determinación 
del tipo y grado de menoscabo ocasionado al animal.

La documentación técnica deberá desarrollarse de manera clara, objetiva, legible 
y suficientemente detallada, diferenciando los hallazgos observados 
directamente, las interpretaciones profesionales y la información suministrada 
por terceros.

COMPONENTE IV 
GESTIÓN, SEGUIMIENTO Y CIERRE DEL CASO

El presente componente comprende las actuaciones administrativas, policivas, 
judiciales y de seguimiento que se desarrollan con posterioridad a la intervención 
inicial del caso, orientadas a la definición de competencias, adopción de 
decisiones, verificación de medidas y continuidad de las actuaciones 
institucionales conforme a la normativa vigente.

Las actuaciones previstas en el presente componente deberán garantizar 
coordinación entre las autoridades administrativas, policiales y judiciales 
competentes, así como trazabilidad de las decisiones adoptadas, seguimiento de 
las medidas de protección y continuidad institucional de los casos que requieran 
actuaciones posteriores a la intervención inicial.

4.1 Definición de competencia y remisión institucional
Una vez desarrolladas las actuaciones iniciales de recepción, clasificación, 
verificación e intervención, las autoridades competentes deberán definir la 

naturaleza jurídica del caso y realizar las remisiones institucionales que 
correspondan conforme a los hallazgos técnicos, probatorios y jurídicos 
obtenidos durante la atención.

Cuando los hechos correspondan a actuaciones de competencia policiva 
relacionadas con maltrato animal, el caso deberá remitirse a las Inspecciones de 
Convivencia y Paz para el adelantamiento de las actuaciones correspondientes 
conforme a la normativa aplicable.

En el marco de sus competencias, las Inspecciones de Convivencia y Paz podrán 
practicar pruebas, decretar y ejecutar medidas de protección, ordenar 
decomisos, definir la situación de tenencia o custodia del animal, imponer 
sanciones, autorizar devoluciones condicionadas y adoptar las demás decisiones 
que resulten procedentes conforme a la normativa vigente.

Las decisiones adoptadas deberán quedar registradas en las actuaciones 
correspondientes, incluyendo las órdenes impartidas, medidas adoptadas y 
mecanismos de seguimiento y consecuencias derivadas de su incumplimiento 
cuando resulten procedentes.

Cuando los hechos puedan constituir conductas con posible relevancia penal 
relacionadas con maltrato animal, las autoridades deberán poner el caso en 
conocimiento de la Fiscalía General de la Nación y remitir la información técnica 
y documental disponible.

La definición de competencia y las remisiones institucionales no suspenderán la 
adopción de medidas urgentes de protección animal ni impedirán la coexistencia 
de actuaciones administrativas, policivas y penales cuando ello resulte 
procedente conforme a la normativa vigente.

Cuando se trate de casos relacionados con fauna silvestre, las actuaciones 
deberán desarrollarse en articulación con las autoridades ambientales 
competentes, quienes mantendrán las competencias relacionadas con 
incautación, custodia, valoración, disposición, rehabilitación y destino final de 
los especímenes conforme a la normativa ambiental aplicable.

4.2 Preservación de información y elementos relevantes
Las autoridades intervinientes deberán procurar la adecuada conservación de la 
información, registros y elementos relacionados con el caso, evitando pérdidas 
o alteraciones que puedan afectar las actuaciones administrativas, policivas o 
judiciales correspondientes.

Cuando existan posibles conductas con relevancia penal, la Policía Nacional y las 
autoridades competentes deberán promover la articulación con la Fiscalía 
General de la Nación conforme a los procedimientos aplicables.

Cuando el caso involucra animales fallecidos, lesiones graves u otros elementos 
que puedan resultar relevantes para las actuaciones correspondientes, las 
autoridades deberán adoptar medidas razonables orientadas a preservar la 
información y facilitar la intervención de las autoridades competentes conforme 
a la normativa vigente.

4.3 Seguimiento al cumplimiento de medidas y decisiones
Las entidades territoriales y autoridades competentes podrán realizar 
seguimiento al cumplimiento de las medidas de protección, decisiones policivas, 
órdenes administrativas y demás actuaciones adoptadas en el marco de la 
presente Ruta, especialmente cuando involucran devoluciones condicionadas, 
restricciones de tenencia, control poblacional o mejoramiento de condiciones de 
bienestar animal.

El seguimiento podrá orientarse a verificar la reducción de factores de riesgo, 
prevenir reincidencia y evaluar la permanencia del animal en condiciones 
compatibles con su bienestar. Cuando se evidencien incumplimientos, 
persistencia de condiciones de riesgo o agravamiento de la situación inicialmente 
identificada, las autoridades competentes podrán promover actuaciones 
adicionales conforme a sus competencias legales.

Cuando resulte aplicable, deberán realizarse las actuaciones de registro y 
reporte previstas en la normativa vigente, incluyendo la articulación 
correspondiente con el Sistema de Registro Nacional de Medidas Correctivas 
(RNMC).

4.4 Registro, trazabilidad y seguimiento institucional
Las entidades territoriales deberán promover mecanismos de registro, 
trazabilidad y seguimiento orientados a documentar las actuaciones 
desarrolladas durante la atención, gestión jurídica y cierre de los casos, 
procurando actualización de la información y continuidad institucional de las 
actuaciones.

Los sistemas de información, formatos institucionales o mecanismos 
equivalentes deberán permitir registrar, entre otros aspectos, las decisiones 
adoptadas, medidas de protección implementadas, actuaciones de seguimiento, 
reincidencias identificadas, remisiones institucionales, estado del animal y 
situación jurídica del caso.

La información consolidada podrá utilizarse para seguimiento institucional, 
formulación de indicadores, análisis estadístico, evaluación de tiempos de 
respuesta, identificación de factores de riesgo y fortalecimiento de estrategias 
territoriales de protección y bienestar animal en el marco del SINAPYBA.

4.5  Cierre del caso 
El cierre del caso en sede administrativa o policiva procederá cuando exista 
constancia de las actuaciones desarrolladas y de las decisiones adoptadas 
conforme a la normativa vigente y a las competencias de la autoridad 
correspondiente.

Cuando existan actuaciones penales en curso, el cierre administrativo o policivo 
de la Ruta no impedirá la continuidad de las actuaciones adelantadas por la 
Fiscalía General de la Nación o por la autoridad judicial competente.

El cierre del caso no impedirá una nueva activación de la Ruta cuando se 
presenten hechos sobrevinientes, incumplimiento de medidas, reincidencia o 
nuevas situaciones que puedan comprometer la vida, integridad o bienestar del 
animal.

TÍTULO III
PROTOCOLO DE ACTUACIÓN EN CASOS QUE INVOLUCRAN ANIMALES EN EL 

CONTEXTO DEL  CONFLICTO ARMADO

El presente título desarrolla el protocolo para la caracterización y atención de 
animales afectados por el conflicto armado, conforme a lo dispuesto en el 
parágrafo 3 del artículo 24 de la Ley 2455 de 2025, y establece lineamientos 
orientados a la identificación, valoración inicial, atención, protección y 
articulación institucional frente a situaciones que comprometan la vida, 
integridad física o bienestar de los animales.

El protocolo será aplicable a animales domésticos, de producción y fauna 
silvestre que resulten afectados en contextos asociados al conflicto armado, 
alteraciones graves del orden público, desplazamiento forzado, confinamiento, 
abandono involuntario, restricciones de acceso institucional o cualquier otra 
situación que comprometa sus condiciones de bienestar, protección o 
supervivencia.

Las actuaciones previstas en este componente deberán desarrollarse bajo 
criterios de coordinación interinstitucional, enfoque territorial, prevención del 
daño, protección del bienestar animal y seguridad de los intervinientes, 
promoviendo articulación con las entidades competentes conforme a la 
naturaleza del caso y a las condiciones del territorio.
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La implementación del presente componente no modificará las competencias 
asignadas a las autoridades por la normativa vigente y se desarrollará conforme 
a las capacidades operativas e institucionales de las entidades intervinientes.

1.1 Activación del protocolo
El protocolo se activará cuando exista información o indicios sobre animales que 
puedan encontrarse lesionados, abandonados, desplazados o en situación de 
riesgo como consecuencia de hechos asociados al conflicto armado o 
alteraciones graves del orden público.

La activación podrá originarse a partir de reportes realizados por autoridades 
territoriales, Fuerza Pública, autoridades ambientales, organismos de socorro, 
comunidades o ciudadanía en general.

Cuando las condiciones de seguridad lo requieran, las autoridades competentes 
deberán coordinar con las Fuerzas Militares y la Policía Nacional las condiciones 
necesarias para facilitar el acceso, verificación y desarrollo de las actuaciones 
correspondientes.

En el marco del principio de colaboración armónica previsto en el artículo 113 de 
la Constitución Política, las Fuerzas Militares y la Policía Nacional colaboraran con 
las entidades nacionales y territoriales competentes para la atención de los 
animales identificados en el marco del presente protocolo, conforme a sus 
competencias legales y condiciones operativas.

La activación del presente protocolo será independiente de las actuaciones 
administrativas, policivas o penales que correspondan conforme a la presente 
Ruta.

1.2 Tipologías de afectación y criterios diferenciales de atención
Las entidades competentes deberán reconocer que, en contextos asociados al 
conflicto armado, los animales pueden verse sometidos a múltiples formas de 
afectación física, emocional, comportamental, sanitaria, ambiental o relacional, 
derivadas tanto de acciones armadas directas como de dinámicas estructurales 
asociadas al control territorial, el desplazamiento forzado, las economías ilícitas 
y la degradación ecosistémica.

Para efectos de la presente Ruta, y sin perjuicio de otras categorías que puedan 
identificarse conforme a las particularidades del caso, las afectaciones podrán 
comprender, entre otras, las siguientes:

1.2.1 Afecciones traumáticas derivadas de acciones armadas directas: 
Corresponden a lesiones físicas, alteraciones fisiológicas, sufrimiento severo o 
afectaciones comportamentales ocasionadas por enfrentamientos armados, 

explosiones, armas de fuego, minas antipersonal, artefactos explosivos u otras 
situaciones asociadas a la confrontación armada.

Las afectaciones podrán manifestarse mediante heridas, fracturas, mutilaciones, 
quemaduras, alteraciones locomotoras o neurológicas, dolor agudo, estrés 
traumático, miedo extremo u otros signos compatibles con exposición a eventos 
de alta intensidad física o emocional.

La atención deberá priorizar estabilización clínica, manejo del dolor, valoración 
médico-veterinaria y etológica, contención humanitaria y documentación técnica 
de las lesiones identificadas.

1.2.2 Afectaciones derivadas de desplazamiento forzado, abandono involuntario 
o pérdida de tenencia: Comprenden situaciones en las cuales los animales 
resulten separados de sus cuidadores como consecuencia de desplazamientos 
forzados, confinamientos, amenazas, restricciones de movilidad o alteraciones 
graves del orden público.

Estas afectaciones podrán generar desnutrición, deshidratación, deterioro 
corporal, enfermedades, estrés crónico, miedo, ansiedad o alteraciones 
comportamentales derivadas de la pérdida de vínculos de cuidado y estabilidad.

Las autoridades podrán priorizar mecanismos de identificación, reunificación, 
custodia temporal, atención sanitaria y valoración integral del bienestar animal 
conforme a las condiciones del caso.

1.2.3 Afectaciones derivadas de instrumentalización o utilización de animales en 
dinámicas asociadas al conflicto armado: Comprenden los casos en los cuales 
los animales hayan sido utilizados en actividades asociadas al conflicto armado, 
incluyendo transporte, vigilancia, intimidación, control territorial, movilización 
de artefactos explosivos u otras formas de utilización incompatibles con su 
bienestar.

Estas situaciones podrán generar lesiones físicas, deterioro fisiológico, 
respuestas de agresividad defensiva, miedo patológico, estrés severo o 
alteraciones comportamentales persistentes.

La atención podrá contemplar valoración clínica y etológica especializada, 
manejo comportamental, contención segura y documentación técnica de las 
condiciones identificadas.

1.2.4 Afectaciones derivadas de economías ilícitas, degradación ambiental o 
destrucción ecosistémica asociada al conflicto armado: Comprenden 
afectaciones a animales domésticos o silvestres derivadas de minería ilegal, 

deforestación, tráfico de fauna, cultivos ilícitos, contaminación, destrucción de 
hábitats u otras dinámicas asociadas al control ilícito del territorio.

Las afectaciones podrán reflejarse en pérdida de hábitat, desplazamiento de 
fauna, alteraciones reproductivas, afecciones toxicológicas, fragmentación 
ecosistémica o incremento de mortalidad animal.

Las entidades competentes podrán articular medidas de rescate, rehabilitación, 
restauración y conservación conforme a las competencias legales vigentes y al 
enfoque de protección integral de la biodiversidad.

1.2.5 Afectaciones sanitarias y riesgos epidemiológicos asociados a contextos de 
conflicto armado: Corresponden a situaciones en las cuales los animales se 
encuentren expuestos a riesgos sanitarios derivados de hacinamiento, 
desplazamiento, abandono, contaminación biológica, interrupción de servicios 
veterinarios o alteración de condiciones sanitarias.

Las actuaciones podrán incorporar medidas de vigilancia epidemiológica, 
evaluación de riesgos zoonóticos, bioseguridad, atención veterinaria y 
articulación interinstitucional bajo enfoques de Una Salud y Un Bienestar.

1.3. Atención, rescate y medidas de protección
Las actuaciones previstas en el presente componente deberán desarrollarse 
conforme a criterios de oportunidad, bienestar animal, seguridad operativa y 
coordinación institucional, priorizando la protección de la vida y la integridad de 
los animales afectados.

Las medidas adoptadas deberán considerar las condiciones del entorno, las 
capacidades operativas disponibles, el tipo de animal involucrado, la magnitud 
del evento, los riesgos de seguridad existentes y las particularidades territoriales 
asociadas al caso.

1.3.1 Atención inicial y estabilización
Una vez identificado el animal o grupo de animales afectados, las autoridades 
competentes deberán adoptar las medidas iniciales orientadas a reducir las 
condiciones de riesgo y garantizar atención básica conforme a la naturaleza del 
caso.

La atención inicial podrá incluir suministro de agua y alimento cuando resulte 
procedente, atención veterinaria básica, estabilización primaria y demás 
medidas urgentes orientadas a proteger la vida y bienestar del animal.

Cuando existan animales con lesiones graves o condiciones incompatibles con 
su bienestar, deberá priorizarse la atención veterinaria y las medidas de 
protección correspondientes.

Las actuaciones de estabilización deberán desarrollarse utilizando métodos de 
manejo compatibles con la especie, condición clínica, estado fisiológico y 
características comportamentales del animal, evitando procedimientos que 
incrementen el dolor, el miedo o el riesgo de lesiones adicionales.

Cuando el estado del animal resulte incompatible con posibilidades razonables 
de recuperación y exista sufrimiento severo, podrá evaluarse la procedencia de 
eutanasia humanitaria conforme a la normativa vigente y con soporte técnico 
correspondiente.

1.3.2 Rescate y evacuación de animales
Cuando las condiciones de riesgo lo requieran, las autoridades competentes 
podrán adelantar acciones de rescate, extracción, traslado o evacuación de 
animales afectados, conforme a las condiciones de seguridad del territorio y a 
las capacidades operativas disponibles.

Las actuaciones deberán considerar factores de seguridad, accesibilidad, estado 
clínico del animal y riesgos para los equipos intervinientes, implementando 
medidas de manejo, contención y transporte compatibles con el bienestar animal 
y orientadas a minimizar estrés, dolor, sufrimiento o lesiones adicionales.

Cuando el rescate involucre fauna silvestre, especies amenazadas, animales de 
gran tamaño o situaciones de especial complejidad operativa, las autoridades 
deberán articularse con las entidades competentes y aplicar protocolos técnicos 
diferenciales conforme a la naturaleza del caso.

1.3.3 Valoración y medidas de protección
Los animales afectados deberán ser objeto de valoración general orientada a 
identificar sus condiciones de salud y bienestar, así como las necesidades 
inmediatas de atención, protección, rehabilitación o custodia.

La valoración clínica deberá ser realizada por profesionales en Medicina 
Veterinaria o Medicina Veterinaria y Zootecnia e  incluir, conforme a la naturaleza 
del caso, la identificación de lesiones, alteraciones fisiológicas, dolor, 
afectaciones funcionales o cualquier otro hallazgo relevante para la 
determinación del menoscabo.
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La valoración etológica podrá considerar indicadores compatibles con miedo, 
estrés, respuestas traumáticas, alteraciones adaptativas u otras afectaciones 
emocionales derivadas de la exposición a contextos de violencia o riesgo.

Cuando durante la intervención se identifiquen riesgos incompatibles con la 
permanencia del animal en el lugar de los hechos, las autoridades competentes 
deberán adoptar medidas de protección, traslado o custodia temporal conforme 
a la normativa vigente y a las capacidades territoriales disponibles.

Cuando resulte procedente, las autoridades podrán promover mecanismos de 
identificación y reunificación de animales separados de sus responsables como 
consecuencia de situaciones asociadas al conflicto armado.

Las actuaciones relacionadas con valoración, traslado, custodia o disposición del 
animal deberán quedar debidamente registradas.

1.3.4 Coordinación interinstitucional
Las actuaciones previstas en el presente componente deberán desarrollarse 
mediante mecanismos de coordinación entre las entidades territoriales, Fuerza 
Pública, autoridades ambientales y demás autoridades competentes conforme a 
la naturaleza del caso.

Cuando las condiciones operativas excedan la capacidad inmediata de respuesta 
de la entidad territorial, podrán activarse mecanismos de articulación y apoyo 
institucional conforme a las competencias de las entidades intervinientes.

1.4 Registro e identificación 
Las entidades competentes deberán promover mecanismos básicos de registro, 
identificación y trazabilidad orientados a documentar la situación de los animales 
afectados en contextos asociados al conflicto armado o alteraciones graves del 
orden público.

Las actuaciones previstas en el presente componente deberán orientarse a 
facilitar la reunificación cuando ello resulte viable, garantizar continuidad de las 
medidas de protección y mantener condiciones compatibles con el bienestar 
animal durante las fases de custodia, seguimiento y eventual destinación definitiva.

Durante la intervención podrán documentarse las condiciones generales en las 
que fue encontrado el animal, las actuaciones desarrolladas y los elementos que 
permitan su identificación posterior.

El registro podrá incluir características físicas generales, señales particulares, 
dispositivos de identificación, registros fotográficos o audiovisuales, 

georreferenciación e información disponible que facilite la trazabilidad y eventual 
reunificación.

1.4.1 Búsqueda y reunificación
Las autoridades territoriales podrán promover mecanismos razonables de 
búsqueda y reunificación de propietarios, tenedores o cuidadores cuando existan 
elementos que permitan presumir separación involuntaria derivada de 
situaciones asociadas al conflicto armado o alteraciones graves del orden 
público.

Las actuaciones de búsqueda podrán desarrollarse mediante articulación con 
autoridades territoriales, personerías, instancias de atención a víctimas, 
organizaciones humanitarias, líderes comunitarios u otros actores que puedan 
aportar información relevante, conforme a las capacidades institucionales y 
condiciones del territorio.

Las actuaciones deberán procurar enfoques de protección integral y no 
revictimización, promoviendo alternativas compatibles con el bienestar animal y 
las condiciones territoriales del caso.

La entrega del animal deberá quedar registrada mediante los mecanismos 
documentales disponibles conforme a la normativa vigente.

Las entidades territoriales podrán definir, en el marco de sus rutas territoriales, 
mecanismos y tiempos orientados a facilitar los procesos de búsqueda y 
reunificación conforme a las condiciones del territorio.

1.4.2 Custodia temporal Y medidas de protección 
Cuando no resulte posible la reunificación inmediata, el animal podrá 
permanecer bajo custodia temporal de la entidad competente o de mecanismos 
habilitados para su atención conforme a la normativa vigente.

Durante la custodia deberán garantizarse condiciones compatibles con las 
necesidades biológicas, fisiológicas y comportamentales de la especie, 
incluyendo acceso a alimentación, agua, atención veterinaria, manejo sanitario, 
monitoreo básico y protección frente a riesgos adicionales derivados del contexto 
de afectación.

Cuando no sea posible la reunificación dentro de un plazo razonable o ésta 
resulte incompatible con la protección y bienestar del animal, las autoridades 
competentes podrán adoptar medidas de protección o destinación conforme a la 
normativa vigente y a las características del caso.

La trazabilidad deberá permitir la identificación de las actuaciones realizadas, el 
estado del animal, las valoraciones efectuadas, las remisiones 
interinstitucionales, los cambios de custodia y las decisiones adoptadas respecto 
de su protección o destinación.

Cuando las condiciones territoriales lo permitan, las entidades podrán articular 
mecanismos de intercambio de información orientados a facilitar procesos de 
reunificación, seguimiento institucional y coordinación humanitaria.

1.5  Animales de producción y medios de vida rurales
Cuando los animales afectados hagan parte de sistemas productivos, actividades 
rurales o medios de vida de personas afectadas por desplazamiento, 
confinamiento o situaciones asociadas al conflicto armado, las autoridades 
competentes podrán articular actuaciones con las entidades del sector 
agropecuario, autoridades territoriales e instancias de atención a víctimas 
conforme a la naturaleza del caso y a la normativa vigente.

Las actuaciones deberán considerar las condiciones de seguridad del territorio, 
las capacidades institucionales disponibles, la sostenibilidad de los sistemas 
productivos y el bienestar animal, procurando evitar nuevas situaciones de 
riesgo para los animales y las comunidades.

Cuando resulte viable, podrán promoverse alternativas de retorno, reubicación 
o recuperación progresiva de los medios de vida rurales, conforme a las 
condiciones territoriales y al enfoque de protección y bienestar animal.

1.6 Protección diferencial, no revictimización y memoria
Las actuaciones desarrolladas en el marco del presente componente deberán 
incorporar enfoques de no revictimización, acción sin daño, protección diferencial 
y reconocimiento del vínculo humano-animal en contextos asociados al conflicto 
armado y a afectaciones humanitarias.

Cuando los animales pertenezcan a personas víctimas de desplazamiento 
forzado, confinamiento u otras circunstancias asociadas al conflicto armado, las 
autoridades deberán procurar mecanismos de identificación, trazabilidad y 
eventual reunificación, evitando medidas que impliquen revictimización o 
pérdida injustificada de la relación de tenencia.

Las actuaciones deberán procurar especial protección para comunidades rurales, 
campesinas, étnicas y víctimas del conflicto armado, evitando medidas que puedan 

generar revictimización o afectaciones adicionales sobre las personas, comunidades o 
animales involucrados.
Cuando existan casos emblemáticos o situaciones en las que los animales hayan sido 
utilizados como instrumentos de intimidación o violencia, las entidades competentes 
podrán articularse con instancias de memoria histórica, reparación o atención a víctimas 
para promover acciones de memoria, pedagogía y garantías de no repetición, conforme 
a sus competencias y al marco normativo vigente.

1.7 Consideraciones para situaciones de separación involuntaria
Cuando la separación entre las personas y los animales derive de situaciones 
asociadas al conflicto armado, desplazamiento, confinamiento u otras 
circunstancias de fuerza mayor, las autoridades deberán valorar las 
circunstancias particulares del caso dentro de las actuaciones correspondientes 
conforme a la normativa vigente.

Las actuaciones deberán procurar mecanismos de protección y reunificación 
cuando ello resulte viable y compatible con el bienestar animal y las condiciones 
de seguridad del territorio.

TÍTULO IV
IMPLEMENTACIÓN TERRITORIAL Y FORTALECIMIENTO OPERATIVO

1. Adopción territorial de la Ruta
Los departamentos, distritos y municipios deberán adoptar la Ruta de Atención 
al Maltrato Animal, mediante acto administrativo dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la expedición de la presente resolución, conforme al parágrafo 1 del 
artículo 24 de la Ley 2455 de 2025, atendiendo las características institucionales, 
operativas y territoriales correspondientes.

La adopción territorial deberá promover la articulación entre las autoridades 
policivas, administrativas, judiciales, ambientales, sanitarias y demás entidades 
competentes que intervienen en la atención de los casos.

Las rutas territoriales deberán incorporar los componentes mínimos previstos en 
la presente Ruta Nacional, sin perjuicio de los ajustes y mecanismos 
complementarios que las entidades territoriales adopten conforme a las 
particularidades del territorio y a sus capacidades institucionales.

La ausencia de adopción o actualización formal de la ruta territorial no 
suspenderá la obligación de las autoridades competentes de atender los casos 
de presunto maltrato animal conforme a la normativa vigente.

2. Contenido mínimo del acto administrativo territorial
El acto administrativo mediante el cual se adopte la Ruta territorial deberá 
contener, como mínimo:
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a) La identificación de la dependencia o instancia responsable de la coordinación 
de la Ruta en el respectivo territorio.

b) Los canales oficiales para la recepción de reportes o denuncias y los 
mecanismos básicos de activación institucional.

c) El esquema de articulación con la Policía Nacional, las Inspecciones de 
Convivencia y Paz, la Fiscalía General de la Nación, las autoridades ambientales, 
las entidades del sector salud y las demás entidades competentes conforme a la 
naturaleza de los casos.

d) Los procedimientos básicos de verificación, documentación, adopción de 
medidas de protección, remisión y seguimiento.

e) La identificación de las capacidades disponibles para recepción, atención, 
traslado y custodia temporal de animales.

f) Los mecanismos básicos de registro, trazabilidad y seguimiento de casos.

g) Los mecanismos de articulación institucional para situaciones que requieran 
atención concurrente de varias entidades.

h) Las acciones generales de educación y prevención previstas para la 
implementación progresiva de la Ruta.

3. Capacidades operativas básicas
Las entidades territoriales deberán promover, de manera progresiva, 
capacidades operativas básicas para la atención de los casos de presunto 
maltrato animal, conforme a sus competencias, capacidades institucionales,  
disponibilidad operativa y apropiaciones presupuestales.

Para estos efectos, podrán apoyarse en centros de bienestar animal, hogares de 
paso, albergues, centros de atención y valoración (CAV), convenios, contratos, 
esquemas asociativos territoriales u otros mecanismos disponibles conforme a 
la normativa vigente.

Las capacidades operativas podrán orientarse a facilitar la recepción, atención, 
traslado, custodia temporal, atención veterinaria básica, manejo de urgencias, 
documentación de actuaciones y seguimiento general de los casos conforme a 
la naturaleza de las situaciones atendidas.

4. Educación, sensibilización y prevención
Las entidades territoriales deberán promover acciones de educación, 
sensibilización y prevención orientadas a fortalecer la protección y el bienestar 
animal, la tenencia responsable y la prevención del maltrato animal.

Las estrategias pedagógicas podrán incluir campañas comunitarias, procesos 
educativos, formación institucional y acciones de cultura ciudadana orientadas a 
reducir factores de riesgo asociados a negligencia, abandono, violencia 
interrelacionada, acumulación de animales, reincidencia y otras situaciones que 
puedan afectar el bienestar animal.

En desarrollo de lo previsto en la Ley 2455 de 2025, las entidades territoriales 
deberán implementar, conforme a sus competencias y capacidades 
institucionales, el Curso de Sensibilización contra el Maltrato Animal cuando este 
resulte procedente como requisito para acceder a la reducción de la multa 
prevista en la ley. Lo anterior podrá complementarse con acciones pedagógicas, 
campañas de sensibilización y procesos de prevención del maltrato animal, de 
acuerdo con la normativa vigente.

5. Implementación progresiva y fortalecimiento operativo
Las entidades territoriales promoverán, conforme a sus competencias, 
capacidades institucionales y disponibilidad presupuestal, el fortalecimiento 
progresivo de las capacidades necesarias para la implementación de la Ruta de 
Atención al Maltrato Animal.

Para estos efectos, podrán desarrollar mecanismos de articulación institucional, 
gestión operativa y fortalecimiento de las capacidades disponibles para la 
atención de los casos de presunto maltrato animal.

De conformidad con la Ley 2455 de 2025, las entidades territoriales deberán 
crear y fortalecer los fondos territoriales destinados a la atención de casos de 
maltrato animal y a la financiación de acciones de protección y bienestar animal, 
conforme a las finalidades previstas en el parágrafo del artículo 46 de la Ley 84 
de 1989, modificado por el artículo 9 de la Ley 2455 de 2025.

La implementación progresiva de la Ruta deberá desarrollarse bajo criterios de 
gradualidad, concurrencia, sostenibilidad y fortalecimiento institucional, sin que 
la ausencia de adopción formal o limitaciones presupuestales suspendan las 
obligaciones mínimas de atención y protección previstas en la normativa vigente.

6. Participación ciudadana y articulación social
Las entidades territoriales deberán promover mecanismos de participación 
ciudadana y articulación social orientados al fortalecimiento de la protección y 
bienestar animal en el territorio.

Para estos efectos, deberán articular acciones con Juntas Defensoras de 
Animales, organizaciones sociales, entidades sin ánimo de lucro, hogares de 

paso, fundaciones, instituciones académicas, actores comunitarios y demás 
organizaciones vinculadas a la protección y bienestar animal.

La participación ciudadana prevista en el presente componente no implica 
transferencia de funciones propias de autoridad ni sustitución de las 
competencias legalmente asignadas a las entidades públicas.

TÍTULO V
INDICADORES DE IMPLEMENTACIÓN Y MEJORA CONTINUA

Las entidades territoriales deberán realizar seguimiento periódico a la 
implementación de la Ruta mediante indicadores orientados a medir la capacidad 
de respuesta institucional, la cobertura de atención, la protección efectiva de los 
animales, la articulación interinstitucional y la evolución de los factores de riesgo 
asociados a los casos de presunto maltrato animal.

1. Indicadores de seguimiento y desempeño institucional
Los indicadores previstos en el presente título constituyen un referente mínimo 
orientador. Las entidades territoriales podrán complementarlos conforme a sus 
particularidades técnicas, operativas y territoriales, sin perjuicio del 
cumplimiento de las obligaciones de reporte y trazabilidad establecidas en la 
normativa vigente.

A. Indicadores de oportunidad
Medirán la capacidad de respuesta institucional frente a la activación de la Ruta 
y el desarrollo de las actuaciones orientadas a prevenir la prolongación del daño, 
el agravamiento del sufrimiento animal o la pérdida de capacidad operativa en 
la atención del caso. Comprenderán, entre otros:

1. Número de reportes o denuncias recibidas: Registra la cantidad de 
reportes, denuncias o activaciones institucionales relacionadas con 
presuntos casos de maltrato animal recibidas por las autoridades 
competentes durante el periodo evaluado.

2. Tiempo general de respuesta frente a la activación de la Ruta: Mide el 
tiempo transcurrido entre la recepción del reporte o denuncia y la primera 
actuación desarrollada por la autoridad competente en el marco de la 
Ruta.

3. Número de casos atendidos mediante visita, verificación o actuación 
institucional: Registra la cantidad de casos en los cuales las autoridades 
realizaron actuaciones de verificación, atención, inspección o intervención 
institucional.

4. Número de casos que requirieron medidas urgentes de protección, 
traslado o custodia: Registra los casos en los cuales fue necesaria la 

adopción de medidas inmediatas orientadas a proteger la vida, integridad 
o bienestar del animal.

5. Tiempo de respuesta en eventos de alta complejidad operativa o 
situaciones de urgencia: Mide la capacidad institucional de reacción y 
articulación frente a eventos que involucren múltiples animales, riesgos 
elevados o situaciones que requieran coordinación extraordinaria entre 
entidades.

B. Indicadores de cobertura y protección animal 

6. Número de casos atendidos mediante visita, verificación o intervención 
institucional: Registra los casos en los cuales se realizaron actuaciones de 
atención, inspección o intervención por parte de las autoridades 
competentes.

7. Número de medidas de protección adoptadas: Registra la cantidad de 
medidas implementadas orientadas a proteger la vida, integridad o 
bienestar del animal.

8. Número de animales trasladados, atendidos o puestos bajo custodia 
temporal: Mide la cantidad de animales que requirieron traslado, atención 
veterinaria básica o custodia temporal como resultado de las actuaciones 
desarrolladas.

9. Destinación o situación final de los animales atendidos: Registra las 
decisiones adoptadas respecto de los animales intervenidos, incluyendo 
reunificación, devolución condicionada, adopción, permanencia en 
custodia u otras medidas procedentes conforme al caso.

10.Porcentaje de cumplimiento de medidas adoptadas: Registra las 
actuaciones realizadas para verificar el cumplimiento de medidas de 
protección, policivas o administrativas adoptadas en el marco de la Ruta 
que, transcurrido el plazo establecido para su ejecución, presentan 
verificación de cumplimiento por parte de la autoridad competente, 
respecto del total de medidas adoptadas en el periodo evaluado.

C. Indicadores de articulación institucional y capacidad operativa

11.Número de casos remitidos o articulados con otras autoridades 
competentes: Registra las actuaciones desarrolladas de manera 
coordinada entre entidades policivas, administrativas, judiciales, 
ambientales, sanitarias o de protección social.

12.Actividades de capacitación, educación o fortalecimiento institucional 
desarrolladas:  Registra las acciones orientadas al fortalecimiento técnico, 
operativo y preventivo relacionadas con la implementación de la Ruta.
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13.Casos que requirieron atención interinstitucional o concurrencia 
operativa: Mide los eventos que demandan coordinación entre múltiples 
entidades o mecanismos extraordinarios de atención.

D. Indicadores de reincidencia, riesgo y situaciones especiales

14.Casos relacionados con acumulación de animales: Registra la cantidad de 
casos en los cuales se identificaron situaciones de acumulación animal que 
requirieron intervención institucional.

15.Casos asociados a reincidencia o repetición de conductas de maltrato 
animal: Mide la proporción de casos atendidos en los que, transcurrido un 
periodo de seguimiento posterior al cierre, no se identifican nuevos 
reportes, denuncias o actuaciones institucionales sobre el mismo 
responsable, núcleo de tenencia o entorno de riesgo, respecto del total de 
casos atendidos en el periodo evaluado. Las entidades territoriales 
definirán la ventana temporal de seguimiento conforme a sus capacidades 
operativas

16.Casos con indicadores de violencia interrelacionada o vulnerabilidad 
social: Mide situaciones en las cuales se identificaron posibles relaciones 
entre maltrato animal y otras formas de violencia o vulnerabilidad.

17.Casos asociados a contextos de conflicto armado o alteraciones graves del 
orden público: Registra la cantidad de casos atendidos en contextos 
asociados al conflicto armado o situaciones que afecten las condiciones 
ordinarias de atención institucional.

2. Evaluación de la implementación territorial
La evaluación de la implementación territorial de la Ruta tendrá como finalidad 
identificar avances, necesidades y oportunidades de mejora en la atención de 
los casos de presunto maltrato animal y en la articulación institucional 
desarrollada por las entidades territoriales.

Las entidades territoriales realizarán el seguimiento de su implementación y 
reportarán la información correspondiente a través de los instrumentos 
estandarizados que se definan para tal efecto. El Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, en el marco de sus funciones y de la Secretaría Técnica 
del Comité Nacional Intersectorial de Protección y Bienestar Animal (CNPYBA), 
consolidará y analizará la información reportada para efectos del seguimiento 
nacional de la Ruta.

La evaluación considerará, como mínimo, los indicadores establecidos en el 
presente Anexo y podrá incorporar variables relacionadas con tiempos de 

respuesta, articulación institucional, capacidades operativas disponibles, 
medidas de protección adoptadas y mecanismos de seguimiento.

La evaluación deberá reconocer las diferencias territoriales y las capacidades 
institucionales disponibles en cada entidad territorial, conforme a sus 
condiciones geográficas, operativas y presupuestales.

La evaluación territorial deberá orientarse bajo criterios de progresividad, 
razonabilidad y fortalecimiento institucional, reconociendo que la 
implementación de la Ruta podrá desarrollarse de manera gradual conforme a 
las capacidades operativas y presupuestales de cada entidad territorial, sin 
perjuicio del cumplimiento de las obligaciones mínimas de protección y atención 
previstas en la normativa vigente.

Los resultados de la evaluación podrán orientar acciones de asistencia técnica, 
fortalecimiento operativo y mejora progresiva de la implementación de la Ruta 
en el marco del SINAPYBA.

3. Mejora continua y fortalecimiento institucional
Las entidades competentes podrán promover mecanismos permanentes de 
mejora continua orientados al fortalecimiento técnico, operativo e 
interinstitucional de la Ruta, con el fin de optimizar la capacidad de respuesta 
institucional, mejorar la calidad de las actuaciones y fortalecer la protección y el 
bienestar animal en el territorio nacional.

Para estos efectos, podrán desarrollarse procesos de actualización operativa, 
fortalecimiento de mecanismos de articulación institucional y actividades de 
capacitación dirigidas a los actores vinculados a la implementación de la Ruta.

Asimismo, podrán promoverse mecanismos de innovación pública, 
sistematización de experiencias, identificación de buenas prácticas, análisis de 
lecciones aprendidas y construcción de herramientas técnicas orientadas al 
fortalecimiento progresivo de la gestión institucional y territorial.

TÍTULO VI
DISPOSICIONES FINALES

La implementación de la presente Ruta deberá desarrollarse bajo criterios de 
coordinación interinstitucional, protección del bienestar animal, sostenibilidad 
operativa concurrencia territorial, progresividad y mejora continua, 
reconociendo las capacidades diferenciales de las entidades territoriales y la 
necesidad de fortalecer progresivamente los mecanismos de atención, 
protección, seguimiento y articulación institucional para la atención de los casos 
de presunto maltrato animal.

Las autoridades y entidades que intervienen en la Ruta deberán promover la 
articulación técnica, administrativa y operativa necesaria para facilitar 
respuestas oportunas, integrales y coordinadas, procurando la adecuada 
protección de los animales, la conservación de la información y soportes 
relevantes del caso y la mitigación de factores de riesgo y la adopción de 
medidas compatibles con los principios de bienestar animal, salud pública, 
convivencia y enfoque de Un Solo Bienestar (One Welfare).

La interpretación e implementación de las disposiciones previstas en el presente 
instrumento deberá realizarse de manera armónica con la Ley 84 de 1989, la 
Ley 1774 de 2016, la Ley 1801 de 2016, la Ley 2455 de 2025 y las demás 
normas relacionadas con protección y bienestar animal, salud pública, ambiente, 
convivencia, actuación policiva e investigación penal y gestión territorial.

Las entidades territoriales podrán promover las acciones necesarias para 
fortalecer sus capacidades institucionales, operativas y presupuestales 
orientadas a la implementación progresiva de la Ruta, así como promover 
mecanismos de articulación con las entidades que integran el Sistema Nacional 
de Protección y Bienestar Animal (SINAPYBA), organismos de control, 
autoridades judiciales, instituciones académicas y demás actores que 
contribuyan al fortalecimiento de la protección y el bienestar animal en el país.

La presente Ruta constituye un instrumento de articulación institucional 
orientado a fortalecer la coordinación entre las autoridades competentes para 
prevenir, atender, documentar y gestionar integralmente los casos de presunto 
maltrato animal, promoviendo respuestas coordinadas, trazables conforme a la 
normativa vigente.
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